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	BOLETÍN MENSUAL DE JURISPRUDENCIA 

SALA CONSTITUCIONAL-COSTA RICA
JUNIO 2016



Estimados usuarios: Este es el boletín de jurisprudencia que envía mensualmente el Centro de Jurisprudencia Constitucional, les presentamos lo votado e ingresado, así como las estadísticas de la Sala Constitucional, durante el mes de JUNIO DEL 2016. 
Tenemos a su alcance la siguiente información: 

En la sección de acciones cursadas encontrarán datos sobre el número de expediente, la fecha de ingreso a la Sala, cuándo se le dio curso y un breve resumen de los solicitado por los accionantes.  

En la sección de fallos recientes, encontrarán la clasificación de las sentencias relevantes por tema, un resumen y el por tanto completo que indicará si hubo o no votos salvados. 

Las sentencias relevantes podrán accesarlas completas en nuestro sitio de jurisprudencia: www.poder-judicial.go.cr/scij
Por otra parte, la publicación de las partes dispositivas de las acciones de inconstitucionalidad y de las consultas se publica junto a un resumen de los argumentos y de lo resuelto por la Sala.

El Centro de Jurisprudencia ha incluido la sección de Estadísticas mensuales por tema, la cual incluirá los datos porcentuales de los asuntos votados durante ese mes por tipo de asunto, resolución y tema. 

Finalmente, el Proyecto Constitución es una recopilación de sentencias, que nació con la idea de precisar cada uno de los artículos constitucionales con jurisprudencia específica, es por ello que este boletín también publicará todo lo que en ese mes tenga relevancia y actualizará los datos en la página de la Sala Constitucional.

ÍNDICE

· Acciones de inconstitucionalidad cursadas durante el mes

· Fallos recientes

· Partes dispositivas de asuntos de constitucionalidad

· Estadísticas mensuales por temas de asuntos votados

· Actualización de Constitución Política anotada

	· Acciones de inconstitucionalidad cursadas durante el mes por la Sala Constitucional




	AMBIENTE
	CONSULTA A PUEBLOS INDÍGENAS PARA DESARROLLO DE PROYECTO HIDROELÉCTRICO EL DIQUIS


Expediente:16-005486-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 8 del Decreto Ejecutivo No. 34312-MP-MINAE, del 06 de febrero del 2008, por estimarlo contrario a los artículos 7 y 45 de la Constitución Política y al Convenio 169 de la OIT. La norma se impugna en cuanto el Decreto 34312-MP-MINAE decreta la importancia y conveniencia nacional del Proyecto Hidroeléctrico El Diquis y sus obras de transmisión, a cargo del Instituto Costarricense de Electricidad (ICE). Añade que el proyecto se ubica mayoritariamente en zonas declaradas de reserva indígena, lo que hace necesaria la consulta a los pueblos indígenas que vayan a ser afectados por las construcciones, de acuerdo a los Convenios suscritos por el Estado en relación con la autonomía de los pueblos indígenas sobre su territorio. Resolución de las 15:29 horas del 13 de mayo del 2016.



	TRABAJO
	SE LIMITANOMBRAMIENTOS PARA MUJERES EN ESTADO DE GRAVIDEZ, QUE DEBAN ACOGERSE A LA LICENCIA POR MATERNIDAD


Expediente:16-006391-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 82, inciso e) del Reglamento de la Carrera Docente, Decreto Ejecutivo No. 2235 EP de 14 de febrero de 1972. La norma se impugna en cuanto lesiona el derecho al salario, el derecho al trabajo, la protección a la familia, y al principio de igualdad y no discriminación. Cita la sentencia No. 2010-012453 de la Sala Constitucional que analizó la situación del derecho al trabajo de la mujer embarazada. Añade que el artículo 11 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer dispone, entre otros, el derecho a elegir libremente su profesión y empleo, a la estabilidad en el empleo y a todas las prestaciones y otras condiciones de servicio. Manifiesta que el VII Informe del Estado de la Nación en el 2001, señaló que la maternidad es uno de los factores que se constituyen en determinante de la discriminación laboral que se pone de manifiesto en despidos o reubicaciones laborales por embarazo, la no contratación en ese período o en la época potencialmente reproductiva, y la percepción de los beneficios sociales durante el embarazo y la lactancia como carga social. Por su parte, continúa, la Organización Internacional del Trabajo (OIT) en el documento "No discriminación laboral de las mujeres y la protección de la maternidad" se refirió a la discriminación contra las mujeres embarazadas. Estima que la aplicación de la norma impugnada es una práctica discriminatoria en contra de las mujeres en estado de embarazo y es una herramienta utilizada por el Ministerio de Educación Pública para no contratar servidoras en estado de embarazo. Indica que tanto el estado de embarazo como la licencia por maternidad (una vez que se ha dado a luz) son derechos que tienen las mujeres, que se lesionan por la aplicación de normas como la impugnada. Considera que el artículo 82, inciso e), del Reglamento de la Carrera Docente castiga a la mujer embarazada o en período de lactancia y se violenta la institución de la familia, puesto que se está limitando su derecho a tener trabajo por su condición y predisposición natural para procrear. Considerar el estado de embarazo y la licencia de maternidad como una causa para no otorgar un nombramiento a una mujer es a todas luces un acto discriminatorio que atenta contra las mujeres en edad reproductiva. Resolución de las 9:57 horas del 20 de mayo del 2016.


[La totalidad de las acciones de inconstitucionalidad con las resoluciones de curso, que se encuentran pendientes de resolver en la Sala Constitucional, puede encontrarlas en nuestra página de Internet, ordenadas por tema: www.poder-judicial.go.cr/scij]
	· Fallos recientes



	BANCARIO
	DEBER DE LOS BANCOS DE RESGUARDAR INFORMACIÓN DE SUS CLIENTES. SECRETO BANCARIO

Expediente:16-003571-0007-CO
Sentencia:006373-16

Recurso de amparo contra el GERENTE GENERAL y la PRESIDENTE EJECUTIVA DEL BANCO DE COSTA RICA. Se acusa que el cierre de las cuentas de la empresa amparada por parte del Banco recurrido se dio en infracción al debido proceso. Lo anterior porque se le solicitó información, confiriéndole un plazo irrazonable para aportarla, pues se trata de información que debía ser obtenida en el extranjero y legalizada, además no se les apercibió que el cierre de las cuentas iba a ser la sanción, lo que vulnera el principio de intimación. También acusa la violación del derecho a la intimidad de la amparada, pues la Presidenta de la Junta Directiva el 10 de noviembre de 2015 se refirió en un noticiero al cierre de cuentas y a los motivos de la misma; además el 1 de marzo de 2016 un medio de comunicación publicó un informe confidencial emitido por el BCR sobre las cuentas de la empresa recurrida, en donde constan datos protegidos por el secreto bancario. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: 1) Un tema similar al que se discute en este amparo, fue analizado por la Sala Constitucional en la sentencia número 2004-009313. 2) Sobre el cierre de cuentas corrientes de la empresa emparada. Estima la Sala que no se ha infringido en perjuicio el principio de intimación, ni que las actuaciones del banco resulten discriminatorias, por lo que en cuanto a este extremo el recurso debe ser desestimado. Por otra parte, tampoco estima este Tribunal que en el marco de una relación contractual como la que existe entre el cuentacorrentista y el banco pueda invocarse infracción del principio de imputación, derivado del debido proceso. Como se expuso en el considerando III de esta sentencia, el cierre de cuentas es un acto válido de las partes en el contrato de cuenta corriente, regulado por la ley, que ejercido en las condiciones que la jurisprudencia de este Tribunal ha indicado, y que en este caso, se cumplen a cabalidad en el oficio SGBMA-11-127-2015 de 3 de noviembre de 2015, suscrito por el Subgerente General del Banco de Costa Rica, mediante el cual se informó a la amparada la decisión del banco de cerrar sus cuentas corrientes. 3) Sobre el derecho a la intimidad. Se concluye que el secreto bancario es la obligación impuesta a los bancos, sean públicos o privados, de no revelar a terceros los datos referentes a sus clientes que lleguen a su conocimiento como consecuencia de las relaciones jurídicas que los vinculan, con las excepciones establecidas en la ley. En consecuencia, es un deber resguardar la información, respecto de hechos vinculados a las personas con quienes las instituciones bancarias mantienen relaciones comerciales, así como una obligación profesional no revelar informaciones y datos que lleguen a su conocimiento en virtud de la actividad a que están dedicados. 4) Sobre la alegada violación del numeral 24 de la Constitución Política en perjuicio de la empresa amparada.- Ahora, partiendo de lo expuesto, en el caso de estudio se acusa la infracción del numeral 24 de la Constitución Política en perjuicio de la empresa amparada, en tanto considera que el Banco recurrido infringió los deberes que le impone el secreto bancario en dos ocasiones. Primero, en la entrevista que la Presidenta de la Junta Directiva del banco dio el 10 de noviembre de 2015 a un noticiero. Sin embargo, estima la Sala que en esa oportunidad la recurrida confirmó el cierre de las cuentas corrientes que tenía la empresa en el Banco de Costa Rica y explicó en términos generales los motivos que fundamentaron esa decisión, decisión que era ya de conocimiento de la amparada. No se vio comprometido el secreto bancario pues no se revelaron datos de la empresa amparada a la cual el banco hubiese tenido acceso en virtud del servicio bancario que le prestaba. En cuanto al segundo de los alegatos, la Sala tiene por acreditado que el 1 de marzo de 2016 en el periódico La Nación, se publicaron datos originados en un informe emitido por la Oficialía de Cumplimiento del Banco sobre las cuentas de la empresa, que incluyó montos, personas, domicilios, clientes, proveedores de los clientes, origen de transacciones y actividades realizadas. Claramente se trata de datos protegidos por el secreto bancario que el banco estaba obligado a no revelar a terceros. Asimismo, tenía el deber de custodiar con diligencia la información en cumplimiento de los deberes que le impone el ordenamiento jurídico y en resguardo de los derechos de la amparada. En el informe rendido bajo fe de juramento tanto la Presidenta de la Junta Directiva, como el Gerente del banco niegan que este haya entregado el informe al medio de comunicación que lo publicó. Sin embargo, omiten pronunciarse con respecto a las acciones adoptadas en aras de cumplir el deber de resguardar la información, o a la investigación que se hayan realizado para determinar cómo llegó el informe a manos del medio de comunicación. El hecho de que los recurridos indiquen que no entregaron la información a un tercero –el medio de comunicación- no los exime de responsabilidad, pues evidentemente un documento que era de uso interno trascendió en los medios de comunicación, con la violación del secreto bancario en perjuicio de la amparada. De allí que a juicio de la Sala el banco sea objetivamente el responsable de resguardar la información e igualmente el primer obligado a explicar qué medidas generales o particulares se toman para proteger la información y evitar situaciones como la que aquí se analiza. Sin embargo, ante la omisión de informar al respecto, se acredita que no actuó con diligencia con respecto al resguardo de la información que atañe a las actividades comerciales de su antiguo cliente, a la que tuvo acceso en virtud del contrato suscrito entre ambos, por lo que en cuanto a este extremo el recurso debe ser declarado con lugar. Se declara con lugar el recurso, únicamente por la infracción del derecho a la intimidad de la empresa amparada. Se condena al Banco de Costa Rica al pago de las costas, daños y perjuicio causados, los que se liquidarán en la vía civil. En lo demás, se declara sin lugar el recurso.


	BANCARIO
	NIEGAN APERTURA DE CUENTA EN BANCO ESTATAL POR DEUDAS PENDIENTES CON LA ENTIDAD


Expediente:16-006521-0007-CO
Sentencia:007305-16

Recurso de amparo contra LA SUCURSAL EN NARANJO DEL BANCO NACIONAL DE COSTA RICA. El recurrente señala que el veintitrés de mayo de dos mil dieciséis, se apersonó a la Sucursal en Naranjo del Banco Nacional de Costa Rica, a fin solicitar la apertura de una cuenta de ahorro. Sin embargo, acusa que un personero del accionado le denegó la apertura de la cuenta bancaria, argumentando que el petente figuraba desde hace doce años como moroso en una operación crediticia con el accionado. Comenta que dicha deuda se encuentra prescrita, por lo que tiene derecho a abrir una cuenta bancaria, a fin de depositar y ahorrar su dinero. En primer término, señala la Sala que la solicitud de apertura de una cuenta ante una entidad bancaria, en varios pronunciamientos, esta Sala ha determinado que la solicitud de apertura de cuenta que realiza una persona física o jurídica ante una entidad bancaria, conlleva la potestad de contestar en forma negativa. Lo anterior, claro está, siempre y cuando se invoque una causa legítima, sustentada en elementos objetivos y razonables. Ello por cuanto, los bancos pueden evaluar el comportamiento, antecedentes e historial de los sujetos de derecho con los que suscribe o pacta contratos. Sin embargo, todos los bancos -privados o estatales- deben justificar la negativa de prestación de servicios bancarios a quienes lo requieran, se cita la sentencia 2005-8895. En el caso concreto, no se constata una infracción a los derechos fundamentales del amparado. Lo anterior, por cuanto, en primer término, el Banco recurrido sí le explicó al tutelado las razones por las cuales no desean entablar una relación comercial con él, concretamente, el hecho que presuntamente mantiene una deuda con esa institución bancaria. A partir de tal comunicación, el recurrente estaba en posibilidad de presentar las gestiones de adición y aclaración que estimara pertinentes, ejerciendo, de este modo, su derecho de defensa. Adicionalmente, es preciso destacar que no existe ningún elemento probatorio que le permita a este Tribunal concluir que la negativa de apertura de una cuenta de ahorro gestionada por el amparado repercuta, negativamente, sobre su relación laboral, pues no existe evidencia que sólo a través de dicha institución bancaria se le pueda cancelar su sueldo, es decir, que existiese algún vínculo contractual que justificase la ineludible necesidad del recurrente de que, solamente, en ese banco se le pudiese depositar un eventual salario. Así las cosas, residualmente la discusión versa sobre el giro comercial del banco, en virtud de las políticas del trato al cliente o usuario, y que en el caso del petente, como se indicó, el accionado consideró que su solicitud no se ajustaba a la normativa interna del accionado, aspecto que como tal, es ajeno al ámbito de competencia de esta Sala. Se rechaza por el fondo el recurso.


	INFORMACION
	SE ENTREGA INFORMACIÓN PUBLICA, SOLICITA AL BCR, DE FORMA TAL, QUE NO PUEDE SER PROCESADA


Expediente:16-005057-0007-CO
Sentencia:006198-16

Recurso de amparo a favor de EL FINANCIERO, contra el BANCO DE COSTA RICA. El 31 de julio de 2015, El Financiero decidió investigar la distribución salarial de 19 instituciones. Para esos fines solicitó a 19 instituciones diferente información en formato Excel. El 3 de agosto de 2015, El Financiero envió un correo a las funcionarias, encargadas de relaciones con la prensa de la autoridad recurrida, solicitando la siguiente información: "(…) Buenas tardes, queremos solicitar la siguiente información pública en formato de hojas de cálculo. 1. El presupuesto total ejecutado por la institución para los años 2012, 2013 y 2014, respectivamente; 2. El monto del presupuesto utilizado en remuneraciones en cada uno de esos años; 3. El monto del presupuesto utilizado en remuneraciones segregado en lo que corresponde al pago del salario base y cada uno de los diferentes pagos adicionales al salario base para cada año que conforman en salario bruto de los trabajadores de la institución. Por ejemplo (y sin que esta sea una lista cerrada de posibilidades): anualidades, dedicación exclusiva, pago por prohibición, pago por carrera profesional, pago por disponibilidad, pago por riesgos laborales, zonaje y cualquier otro incentivo existente (por favor detalles los demás incentivos). 4. Excluyendo los nombres de los funcionarios, por favor darnos acceso al salario bruto promedio mensual que recibió cada empleado de tiempo completo en la institución en el 2014, incluyendo su aguinaldo en la estimación, y excluyendo los meses en los que no laboró en la institución y no recibió salario alguno en ese año (esto para el caso de despidos o cualquier motivo por el cual alguien no haya trabajado todos los meses y no recibiera un salario) (…)". No obstante, el Banco de Costa Rica le entregó a El Financiero una base de datos en formato Excel con los salarios de sus empleados, pero, con una contraseña que no fue facilitada para poder procesar la información solicitada. Entonces, al no tener acceso a la contraseña se les imposibilita procesar los datos en una computadora, por lo que solamente pueden leer los números y letras en una pantalla. Explican que es demasiada información para que un ser humano pueda procesarla en un tiempo razonable. Estiman que la acción del recurrido se torna en una barrera creada deliberadamente para impedir que los datos de interés público, sean puestos en conocimiento para labores periodísticas (prueba adjunta al expediente electrónico).  Se declara sin lugar el recurso. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE. 


	INFORMACION
	NIEGAN COPIA DE EXPEDIENTES DE CONCURSOS


Expediente:16-004145-0007-CO
Sentencia:006029-16

Recurso de amparo contra la Junta de Desarrollo Regional de la Zona Sur de la Provincia de Puntarenas (JUDESUR). El recurrente alega que el 19 de febrero de 2016 solicitó por escrito a la parte recurrida copia de los expedientes de dos concursos Interno-Externo; no obstante, JUDESUR dio respuesta a su nota, denegando la entrega de los mismos, aduciendo que debía resguardar la información sensible y protegida de los demás concursantes. Señala la Sala que, si bien existen datos confidenciales dentro de los expedientes solicitados, los cuales deben ser resguardados, no lleva la razón la autoridad recurrida en negar el acceso al recurrente, quien ostenta un interés legítimo de acceso al expediente -al ser parte procesal-. Al respecto, este Tribunal se pronunció mediante sentencia número 2015-13039. Por lo anterior, esta Sala constata la violación al artículo 30 de la Constitución Política, pues el amparado como concursante tiene derecho de verificar los atestados académicos de los demás concursantes, información que se le debe brindar, con el debido resguardo de los datos sensibles y confidenciales. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Carlos Murillo Barrios y a Kirk Salazar Cruz, por su orden Director Ejecutivo y Jefe de Recursos Humanos, ambos de JUDESUR., o a quienes ejerzan el cargo, que de inmediato emitan las órdenes respectivas dentro del ámbito de sus competencias, a fin de que, en el plazo de 3 días contados a partir de la notificación de esta sentencia, entregue al recurrente la copia de los expedientes solicitados en los términos señalados por este Tribunal, excluyendo únicamente lo que se califique como datos sensibles. 

	INFORMACION
	ARCHIVOS DE DATOS Y ANTECEDENTES POLICIALES


Expediente:16-004194-0007-CO
Sentencia:006031-16

Recurso de amparo contra LA FISCALÍA DEL SEGUNDO CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ, GOICOECHEA. La recurrente alega que la autoridad judicial recurrida brinda información de los procesos judiciales que han sido tramitados en su contra, y que constan en registros judiciales. Reclama que los escribientes de dicho despacho, que atienden público, les han indicado a terceros, que presenten documentación para que proceda la demanda en su contra, por lo que ha sido demandada en varias ocasiones y, aunque ha sido absuelta, la información continúa apareciendo en el sistema de la Fiscalía recurrida, a pesar de que estima que la información suministrada es de carácter personal. En esta sentencia, se analizan los siguientes temas: 1) EL DERECHO A LA INTIMIDAD Y LOS REGISTROS JUDICIALES. 2) SOBRE LOS LÍMITES A LA INFORMACIÓN CONTENIDA EN REGISTROS JUDICIALES Y POLICIALES. 3) SOBRE EL PRINCIPIO DE RESERVA LEGAL. 4) En el caso concreto, la Sala descarta la alegada violación a los derechos fundamentales de la recurrente, en primer término, debe reiterarse la posibilidad de que los cuerpos policiales y las autoridades judiciales tengan archivos de datos y antecedentes policiales, se citan los votos 8218- 98 y 006431-11. Es por ello que no resulta lesivo al contenido del artículo 24 constitucional, la permanencia de datos sobre las partes en los registros o bases de datos de oficinas judiciales sobre los procesos tramitados (parte de la base de datos que se resguarda para un fin específico), en el tanto se mantenga actualizada, y se resguarden como causas que no son de carácter público, lo que implica que los documentos y demás información personal es confidencial, es especial dentro del proceso penal en la etapa preparatoria, por lo que su acceso es restringido en aras de proteger y resguardar la privacidad de las partes involucradas, al tenor de lo dispuesto en los artículos 24, 39 y 41 constitucionales, el numeral 295 del Código Procesal Penal, el ordinal 243 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, e incluso lo señalado en la Circular de la Secretaría General de la Corte N° 91-2010, supra citada. De ahí se entiende que no es facultativo el acceso libre e irrestricto de los expedientes, sino que está debidamente limitado. Asimismo, la Sala observa que el representante de la autoridad recurrida rechaza que se haya suministrado información en forma ilegítima, descuidando el resguardo de la información considerada privada, y se indica que se han observado los procedimientos establecidos por la institución y la normativa referida al efecto. Para la Sala, tampoco puede demostrarse que el hecho que la recurrida haya sido denunciada penalmente en varias ocasiones –algunas veces con resultado de condenatoria y otras no, y que dichos procesos queden dentro del registro judicial, y el sistema informatizado del despacho judicial-, demuestre que se está ante un quebranto de su derecho a la privacidad y autodeterminación informativa, como lo reclama. Se declara sin lugar el recurso.

	INFORMACION
	EXPEDIENTE COMPLETO DE FUNCIONARIO NO ES DE ACCESO PÚBLICO. SE DETERMINA CUAL INFORMACIÓN DE LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS ES ACCESIBLE


Expediente:16-005455-0007-CO
Sentencia:006484-16

Recurso de amparo contra la UNIVERSIDAD DE COSTA RICA. El recurrente reclama la violación a lo dispuesto en el artículo 30, Constitucional, así como a los criterios que ha sostenido esta Sala en referencia al derecho de acceso a la información, porque la autoridad recurrida le denegó la entrega de una copia certificada del expediente laboral de un funcionario que labora en la Universidad de Costa Rica. Alega que los documentos solicitados son de carácter público, por lo que está sujeto a los principios constitucionales de transparencia y publicidad. Además, sostiene que el expediente del funcionario no ha sido declarado secreto de Estado, por lo que estima que no existe fundamento jurídico para no entregar copia de éste. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: 1) Jurisprudencia de la Sala sobre acceso a información. Se cita el voto 2014-4037. 2) En el caso de marras, no puede considerarse que facilitar el expediente personal completo de un funcionario público sea un asunto de interés público, sino que es más bien un asunto de índole privada, al tenor de lo dispuesto en el artículo 24, Constitucional, porque contiene datos sensibles que incluso están protegidos por la Ley de Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales, N°8968 del 5 de setiembre del 2011. De este modo, a manera de ejemplo, sería improcedente hacer entrega de información personal que usualmente se encuentra en un currículo, como el domicilio o el número de teléfono de la persona, pues dichos elementos no se cuentan entre aquellos que fueron valorados por la Administración para determinar la idoneidad del funcionario, carecen de interés público y se encuentran resguardados por la normativa supra citada. No obstante, debe tenerse presente que los expedientes de los funcionarios públicos también contienen datos de interés público, como el cumplimiento de los requisitos para ocupar determinado puesto, o el salario que devenga un funcionario en determinado puesto, información concreta que el recurrente reclama en el libelo de interposición del presente recurso, pero que no requirió de forma expresa ante la Administración. Se cita el voto 004037-14, sobre el acceso a la información salarial de funcionarios públicos en el ámbito nacional. 3) Finalmente se indica, que, ante una solicitud de información de este tipo, la Administración está en la obligación de realizar un análisis de los datos contenidos en el expediente del funcionario, y suministrar únicamente los datos de interés público, resguardando los datos personales y sensibles que mantenga en sus bases de datos. En virtud de las consideraciones expuestas, no es de recibo el argumento de la autoridad recurrida, en el sentido de que se le denegó el acceso total al expediente del funcionario público supra citado, acreditándose de este modo que se ha violentado el derecho de acceso a la información pública. 4) Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a Roxana Salazar Bonilla, en su condición de Directora de la Sede de Occidente de la Universidad de Costa Rica, o a quien ejerza ese cargo, que en el plazo de diez días contado a partir de la notificación de esta sentencia, expida la certificación solicitada por el recurrente, previa cancelación de su costo por parte del interesado, y salvaguardando eventuales datos sensibles y de acceso restringido protegidos por el artículo 24, de la Constitución Política y la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales, Ley Nº 8968. La Magistrada Hernández López salva el voto y rechaza de plano el recurso. Ver en similar sentido sentencia 6845-16.


	INFORMACION
	ENTIDADES OFICIALES TIENEN LA OBLIGACIÓN DE RECIBIR TODA GESTIÓN Y DARLE UNA RESPUESTA


Expediente:16-005059-0007-CO
Sentencia:006842-16

Recurso de amparo contra la MUNICIPALIDAD DE CARTAGO. Reclama el recurrente que comisionó a su padre para que realizara las diligencias ante la municipalidad accionada para la eliminación de la patente comercial a su nombre; no obstante, no le quisieron recibir los documentos, aduciendo que carecía del requisito apuntado al reverso del formulario, sea, que para tramitar la eliminación de una patente comercial, tanto el dueño de la actividad lucrativa como el dueño del local, debían encontrarse al día en el pago de los tributos municipales, con base en el artículo 18 del Código Tributario. Reclama que la autoridad recurrida rechazó ad portas su solicitud, lo
que estima lesivo de sus derechos fundamentales. Aunque es una posición jurisprudencial reiterada de este Tribunal que “…los funcionarios públicos y entidades oficiales tienen la obligación de recibir toda gestión y darle una respuesta.” (Véase, en sentido similar, la sentencia N° 3424-95 de las nueve horas seis minutos del treinta de
junio de mil novecientos noventa y cinco), en el presente caso se debe recordar la autoridad recurrida, que en reiteradas ocasiones este Tribunal ha señalado que la Administración se encuentra en la obligación de recibir las gestiones que plantean los administrados, y no rechazarlas ad portas, de ahí que el recurso de amparo también deba ser acogido en cuanto a este extremo, toda vez que de los autos se desprende que dicha situación se dio en el caso en estudio. Se declara CON LUGAR el recurso, con base en lo dispuesto por el artículo 52 párrafo 1º de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, únicamente a los efectos de condenar a la Municipalidad de Cartago al pago de las costas, daños y perjuicios causados, que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Tomen nota las autoridades municipales recurridas de cumplir su obligación de recibir toda gestión y darle una respuesta.



	INFORMACION
	SE ACUSA QUE NIEGAN INFORMACIÓN SOLICITADA POR CORREO ELECTRÓNICO


Expediente:16-005444-0007-CO
Sentencia:007340-16

Recurso de amparo contra EL JEFE DE LA UNIDAD EJECUTORA AYAJBIC DEL INSTITUTO COSTARRICENSE DE ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS. Acusa el recurrente que el 29 de marzo de 2016, mediante correo electrónico, envió oficio de fecha 10 de marzo de 2016 dirigido al Jefe de la Unidad Ejecutora AyA-JBIC de la autoridad recurrida, en donde, solicitó: "copia en soporte digital de diseños básicos entregados con la oferta adjudicada en la LICITACIÓN PÚBLICA INTERNACIONAL No. 2008LI-00002-PRI Especificaciones Técnicas, componente A de la oferta técnica, "Diseños Finales, Construcción, Equipamiento, Pruebas, Puesta en Servicio y Transferencia Tecnológica de la Planta de Tratamiento de Aguas Residuales "Los Tajos"" (sic); solicitud que fue reiterada el 15 de abril del año en curso. Reclama que, a la fecha de interposición de este recurso, no ha recibido respuesta alguna a la gestión planteada, lo cual considera lesivo a sus derechos fundamentales. Se declara sin lugar el recurso. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE. 

	INFORMACION
	COLEGIO DE ABOGADOS NIEGA RESULTADOS DE PRUEBA DE EXCELENCIA ACADÉMICA. SE INDICA QUE ES INFORMACIÓN PÚBLICA


Expediente:16-004672-0007-CO
Sentencia:007155-16

Recurso de amparo contra EL COLEGIO DE ABOGADOS Y ABOGADAS DE COSTA RICA. En el caso en estudio, el recurrente alega que el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica no le ha facilitado la información que requiriera, con respecto a la prueba de excelencia académica de dicha institución. En su informe, el recurrido alega que, dentro de los controles de la aplicación de la prueba de cita, no lleva una tabulación como la pedida por el interesado, por lo que se dificulta procesar la información de la manera en que fue requerida. Asimismo, afirma que algunos datos podrían constituir información sensible, pues se refieren a la calidad de la formación profesional de los estudiantes de la carrera de Licenciatura de Derecho, que se cursa en algunas universidades del país. Ahora bien, con vista en lo expuesto anteriormente, la Sala considera que el recurrente sí lleva razón en su reclamo, pues, contrario a lo que afirma el recurrido, los datos requeridos por éste sí constituye información que puede ser catalogada de interés público, toda vez que no se refiere a una persona en particular, sino a aspectos generales que permiten evaluar la calidad e idoneidad de los licenciados graduados en derecho desde que se lleva cabo la prueba de excelencia académica, así como el nivel de las universidades que brindan dicha carrera, tanto a nivel público como privado, e incluso de la prueba misma que aplica el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica. En ese sentido, si bien en su informe el recurrido justifica el retraso en atender la petición del recurrente, en las dificultades que existen para recabar la información requerida, de la forma solicitada por el accionante, lo cierto es que dicha situación debió ser puesta, en su momento, en conocimiento del interesado, y no dejarlo en un estado de incertidumbre que resulta contrario a sus derechos. Así, por lo expuesto, el recurso debe ser acogido. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Froylán Alvarado Zelada, en su calidad de Presidente de la Junta Directiva del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, o a quien ocupe su cargo, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que la información requerida por el recurrente los días 3 de junio de 2015 y 26 de febrero de 2016, le sea entregada dentro del plazo de UN MES, contado a partir de la notificación de esta sentencia. 



	LIBERTAD DE EXPRESION Y PRENSA
	ALCANCES DEL DERECHO DE RECTIFICACIÓN Y RESPUESTA Y LA RETRACTACIÓN


Expediente:16-005962-0007-CO 
Sentencia:006771-16

Recurso de amparo contra EL MUNDOCR. SOCIEDAD ANÓNIMA.  El recurrente interpone amparo contra EL MUNDO.CR S.A., diario digital, y manifiesta que el 30 de abril de 2016, ese medio de comunicación publicó un artículo titulado "RESPONSABLES DE PROYECTOS FALLIDOS EN EL ICE RENUNCIAN PARA EVADIR SANCIONES". Señala que la nota periodística contiene información falsa sobre su persona. Reclama que el 4 de mayo de 2016, en ejercicio de su derecho de rectificación y respuesta, solicitó al diario una rectificación de la nota. No obstante, el 7 de mayo el medio recurrido rechazó su derecho de respuesta, bajo el argumento que la Sala ha dispuesto que ni los periodistas ni los medios de comunicación deben rectificar informaciones o declaraciones suministradas por una fuente. Asegura que con la divulgación de esa noticia se le afecta en lo personal y en lo laboral. En este caso, se cita el voto 2773-96, sobre el contenido, alcances y límites del derecho de rectificación y respuesta reconocido en el artículo 29 constitucional y, entre otros, en el 14 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, ha sido desarrollado a lo largo de veintisiete años de jurisprudencia de esta Sala.  Por otra parte, indica la Sala que la noticia publicada por el diario, claramente expresa que todo su contenido es el denunciado por un diputado, con lo cual, el recurrente, quien es funcionario público, no tiene derecho a una rectificación por parte del diario, que reproduce lo que dice un comunicado de un diputado de la Asamblea Legislativa sobre un asunto de interés público. Así las cosas, la Sala concluye que no hay inexactitud por parte de lo informado por el diario demandado que se limita de comunicar las denuncias de ese diputado. Por otra parte, analizado el contenido de la solicitud del recurrente al diario, lo que propone no es una rectificación. Confunde el recurrente los alcances del derecho de rectificación y respuesta y remite al medio una retractación, por parte del mismo medio, lo cual es, a todas luces improcedente. En consecuencia, procede desestimar el recurso. Fuera de la razón de la decisión, que la Sala adopta porque el recurrente pretendió una rectificación que no es tal, sino una retractación del medio, resulta necesario reiterar, una vez más, que del contenido del artículo 14.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, se desprende el derecho fundamental de rectificación y respuesta de las personas afectadas por informaciones inexactas o agraviantes emitidas en su perjuicio, mediante el ejercicio del derecho de rectificación y respuesta y, del otro lado de la balanza, la correspondiente obligación de los medios a publicar las rectificaciones que las personas remitan dentro de los plazos y cánones legales, aún y cuando dicha información tenga como base un comunicado de prensa. Cabe agregar, por último, que el legislador previó otro mecanismo para tutelar a la persona que considere afectada su honra o reputación, estableciendo en el Código Penal los delitos contra el honor, vía jurisdiccional en la cual podrá demandar -si a bien lo tiene el recurrente- y discutir, la prueba de la información que estime, injuriosa, calumniosa o difamatoria. Se declara sin lugar el recurso.

	MINORIAS
	ATRASO EN LOS PAGOS DE SUBSIDIOS PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD


Expediente:16-004726-0007-CO
Sentencia:006828-16

Recurso de amparo contra el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad. El recurrente y las recurrentes son usuarios de las Residencias de Convivencia Familiar del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial (CNREE) o del Consejo Nacional para las Personas con Discapacidad (CONAPDIS). Se ha incumplido el convenio que contempla los subsidios que se les asignó por medio de la Ley No. 7600, pues, deben ser depositados a principio de cada mes, pero, por los últimos 18 meses, aproximadamente, se han venido prolongando las fechas de esos pagos al punto que, al 14 de abril de 2016, no se ha depositado el subsidio para solventar sus necesidades básicas. Esta situación se ha agravado de tal forma que, en muchas residencias, han suspendido los servicios públicos, se ha afectado los traslados a los EBAIS, clínicas u hospitales, por no contar con el rubro de transporte, los 6 tiempos de alimentación que tienen se han visto disminuidos, se han interrumpido sus estudios en el I cuatrimestre de 2016, entre muchos otros derechos que se han visto disminuidos o cercenados por la falta de giro de estos subsidios. En el caso concreto lo que se reclama es el atraso en el depósito del subsidio correspondiente al mes de abril. De la prueba traída al expediente se desprende que, a la fecha de interposición del recurso de amparo, 14 de abril del 2016, la transferencia del subsidio estaba siendo aprobada por la Dirección Financiero Contable de la Caja Costarricense del Seguro Social, aprobación que se materializó ese mismo día. Un día después, el 15 de abril del 2016 la Tesorería Nacional hizo efectivo el giro de recursos al Consejo Nacional de Personas con Discapacidad. Para el 25 de abril del 2016, fecha en que rindió el informe la Directora Ejecutiva del Consejo Nacional de Personas con Discapacidad a los recurrentes no se les había girado el subsidio correspondiente al Programada Pobreza y Discapacidad, Eje de Protección. Ante ese panorama y tomando en cuenta que a la fecha no consta depósito alguno, se procede a declarar con lugar el recurso únicamente contra el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad. En cuanto a las demás autoridades recurridas se declara sin lugar el recurso. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a Isabel Chamorro Santamaría en su calidad de Directora Ejecutiva del Consejo Nacional de Personas con Discapacidad o a quien en su lugar ocupe el cargo, girar las instrucciones pertinentes para que se proceda de inmediato con el depósito bancario correspondiente a favor de los amparados. Lo anterior bajo apercibimiento de que podrían incurrir en el delito tipificado en el artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, el cual dispone que se impondrá prisión de tres meses a dos años, o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada en un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Notifíquese a Isabel Chamorro Santamaría en su calidad de Directora Ejecutiva del Consejo Nacional de Personas con Discapacidad o a quien en su lugar ocupe el cargo EN FORMA PERSONAL. En cuanto a las demás autoridades recurridas se declara sin lugar el recurso.

	MINORIAS
	SE CONDENA AL BANVHI POR INERCIA EN RESOLVER GESTIÓN, PARA VIVIENDA DIGNA DE INDÍGENAS EN EXTREMA PROBREZA

Expediente:16-005793-0007-CO
Sentencia:007222-16

Recurso de amparo contra el Ministro de Vivienda y Asentamientos Humanos y el Gerente General del Banco Hipotecario de la Vivienda (BANHVI). El recurrente alega que él y los amparados, quienes viven en el territorio indígena Duchi Chirripó en condiciones de extrema pobreza, desde hace 4 años gestionaron ante las autoridades recurridas un subsidio de vivienda, sin embargo, todavía, no han obtenido solución ni, tampoco, han sido atendidas sus solicitudes de vivienda digna para sus familias. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: 1) Sobre el derecho fundamental a la vivienda adecuada y digna, en donde se cita el voto 016153-11. Se aclara que, en primer lugar, es importante indicar que no corresponde a esta Sala sustituir a las autoridades competentes en materia de vivienda, a efectos de determinar si las personas interesadas tienen o no derecho a recibir un bono de la vivienda, y si, efectivamente, reúnen los requisitos exigidos al efecto, pues ello hace referencia a un conflicto de legalidad ordinaria cuyo conocimiento y resolución es ajeno al ámbito de competencia de este Tribunal. No obstante, sí es propio de esta jurisdicción el velar que se resuelvan las gestiones que con tal finalidad se presenten ante la Administración activa. De ahí que este Tribunal, como contralor de derechos fundamentales tiene como objetivo el proteger y garantizar el ejercicio efectivo de tales derechos en aquellos sectores vulnerables de la población, como es precisamente y sin lugar a dudas, los derivados de las comunidades indígenas, sí debe resolver al respecto en supuestos como el presente donde se ha demostrado la inercia del BANVHI en procurar una vivienda digna a los amparados, quien, además, de ser indígenas, están en una condición de extrema pobreza. Nótese que las desavenencias con las empresas constructoras tienen su origen en otro proyecto de vivienda, sin relación alguna con los tutelados, a quienes tampoco se les ha comunicado esa situación y lo que deben hacer para continuar con su pretensión de obtener una vivienda. Evidente inercia administrativa que ha incidido en la falta de definición de su situación. Por esas razones, se estima que el BANVHI ha incurrido en infracción de sus derechos fundamentales. Situación diferente acontece con el Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos, quien no ha tenido injerencia alguna en los hechos objeto del amparo. Se declara con lugar el recurso, únicamente, contra el Banco Hipotecario de la Vivienda. Se ordena a Luis Ángel Montoya Mora, en su condición de gerente general del BANHVI, o a quien en su lugar ocupe ese cargo, que, en el plazo de ocho días, contado a partir de la notificación de esta resolución, le comunique a los amparados el estado del trámite de sus solicitudes de vivienda y lo que deben hacer para que éste continúe. El Magistrado Jinesta Lobo salva el voto y declara sin lugar el recurso.



	MUNICIPALIDAD
	SE CUESTIONAN OPERATIVOS MUNICIPALES CONTRA VENTAS AMBULANTES

Expediente:16-005833-0007-CO
Sentencia:006760-16

Recurso de amparo contra LA MUNICIPALIDAD DE SAN JOSÉ. El recurrente reclama un supuesto abuso de autoridad por parte de los oficiales de la Policía Municipal de San José, durante un operativo realizado a las 9:00 horas de 5 de mayo de 2016, contra los vendedores ambulantes. No obstante, a partir de los informes rendidos por las autoridades recurridas, este Tribunal no tiene por demostrados los hechos reclamados por el tutelado. Las actuaciones de la Policía Municipal se dieron en el marco de la potestad de las municipalidades, de velar por el orden público, lo que, incluso, conlleva una función de policía, la cual debe desarrollarse dentro los límites de racionalidad y proporcionalidad. En el caso concreto, no se logra determinar que las actuaciones de los oficiales de la Policía Municipal se hayan realizado al margen de tales límites, con consecuencias en la integridad del tutelado y de los demás vendedores informales. Esto, se refuerza con el contenido del oficio SSE-1473-2016, suscrito por la Jefe de la Sección Electrónica y Encargada de la Central de Monitoreo Institucional de la Policía Municipal, en el cual, se hace constar que se procedió con revisión de las bitácoras digitales de la Central de Monitoreo Institucional, no registrando incidencia alguna. En consecuencia, corresponde declarar sin lugar el recurso. Se declara SIN LUGAR el recurso.



	PENAL
	DETENCIÓN POR MÁS DE 24 HORAS

Expediente:16-005310-0007-CO
Sentencia:006141-16

Recurso de hábeas corpus contra FISCALIA Y JUZGADO PENAL, AMBOS DE SARAPIQUÍ. La pretensión de la recurrente es que esta Sala estime el hábeas corpus, como resultado de la omisión de mantener a los amparados detenidos, habiéndose superado el plazo de 24 horas dispuesto en el artículo 37, de la Constitución Política, y sin que hayan sido puestos a la orden de juez competente. En este caso, considera esta Sala que la tardanza en poner a la orden de juez competente a los encartados sí lesiona sus derechos constitucionales. Se ha señalado que si bien la última parte del artículo 37 constitucional, que es la relativa al plazo, suele ser entendida por la autoridad que efectúa la detención, a que se refiere la primera parte, como una asignación de competencia, que le permite lícitamente mantener detenida a una persona hasta por veinticuatro horas, no se debe interpretar que la detención tiene que prolongarse por todo el plazo, "tomándose el tiempo" y difiriendo el momento de la custodia jurisdiccional. La regla del plazo es una norma garantista, y no una asignación de competencia: fija un límite temporal a la facultad excepcional atribuida inicialmente a la autoridad de policía. Se da en beneficio del detenido, no de la autoridad que practica la detención. Por consiguiente, la autoridad, vinculada a esa limitación temporal de su poder, está obligada a actuar con diligencia y prontitud a fin de que la detención no sea indebidamente gravosa para la persona detenida, porque, de lo contrario, la detención se tornaría indebida o arbitraria. En suma, la demora injustificada para poner a los detenidos a disposición del juez competente, aun cuando subsistiere el plazo, no es parte de la facultad conferida implícitamente a la policía por la Constitución Política, y, eventualmente, puede configurar una lesión del derecho del detenido a su libertad y seguridad (ver en igual sentido sentencia N° 2822-96 de las 14:42 horas del 12 de junio de 1996). En este caso, no obstante que, según la relación de hechos que antecede, los amparados fueron puestos a la orden de juez competente fuera del plazo perentorio de veinticuatro horas constitucionalmente establecido, sin embargo, en este momento ya se realizó la audiencia de medidas cautelares ante el Juzgado Penal donde se les impuso la medida de prisión preventiva por dos meses. Es claro, que todo ello se produjo con infracción de lo dispuesto en el artículo 37, de la Constitución Política, porque las personas detenidas no pueden constitucionalmente mantenerse privadas de su libertad fuera del plazo establecido, sin anuencia de juez competente. En consecuencia, procede acoger el recurso, sin ordenar la libertad de los tutelados. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad de los amparados. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Póngase en conocimiento del Tribunal de la Inspección Judicial este recurso, para lo de su cargo.

	PENAL
	CONDICIONES DE DETENCIÓN DE ADULTO MAYOR

Expediente:16-005457-0007-CO
Sentencia:006359-16

Recurso de hábeas corpus contra LA FISCALÍA DEL SEGUNDO CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE (SEDE SANTA CRUZ) Y LA DELEGACIÓN POLICAL GRUPO GAO DE LIBERIA. Alega el recurrente, que su defendido es un adulto mayor, el cual figura como imputado en una causa penal por el delito de conducción temeraria. Sostiene que, al ser las 18:20 hrs. de 26 de abril de 2016, a raíz de la investigación por conducción temeraria, el tutelado fue aprehendido un funcionario del Grupo Gao de la Delegación Policial de Liberia. Manifiesta que luego lo subieron a una unidad policial con las esposas hacia atrás, pese a que nunca tuvo un comportamiento agresivo. Señala que el tutelado solicitó al oficial que le colocara las esposas hacia adelante o que se las aflojara, pero no le hizo caso. Agrega que, también, informó a los oficiales que sufre de hipertensión y que requería sus medicamentos, pero no se le permitió comunicarse con nadie, solamente, le indicaron que quedaba detenido y que sería pasado a flagrancia. Apunta que el 27 de abril de 2016, al ser las 7:57 hrs., se recibió por parte de la Fiscalía de Flagrancia de Santa Cruz, los datos de identificación de su representado. Recalca que, hasta ese momento, se le informó al tutelado el motivo de su detención y que tenía derecho a un defensor. Añade que, al ser las 8:33 hrs. de ese mismo día, el tutelado fue puesto en libertad, empero, la fiscal de flagrancia le ordenó no retirarse de los tribunales, porque se iba a realizar una audiencia. Enfatiza que, para ese momento, su defendido no había ingerido alimento ni, tampoco, se le había suministrado su tratamiento médico. Comenta que, al ser las 8:45 hrs. de 27 de abril de 2016, el Tribunal de Flagrancia de Santa Cruz recibió el referido expediente judicial y programó la audiencia inicial. Señala que, durante la audiencia, la jueza observó que el tutelado sufría un deterioro en su salud por falta de alimentación, por lo que suspendió la audiencia para que pudiera ingerir alimento. Menciona que la jueza reanudó la audiencia, pero, a escasos 2 minutos, la suspendió, nuevamente, en razón que su defendido presentaba un temblor en su cuerpo. Añade que le suministraron un abrigo y se continuó con la audiencia. Manifiesta que, una vez finalizada la audiencia, solicitó a la jueza que su defendido fuera valorado por un médico, petición que fue acogida. Aduce que su representado fue valorado en la Unidad Médico Legal de Santa Cruz del Poder Judicial, el 27 de abril de 2016 a las 10:30 a.m. Asegura que el tutelado tenía la presión 180/95 por estar 2 días sin tratamiento, por lo que pudo haber sufrido un accidente cerebro-vascular. Considera que su defendido fue sometido a un trato cruel e inhumano, por lo que estima lesionados sus derechos fundamentales. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Hernández López salva el voto y declara parcialmente con lugar el recurso. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE



	PENAL
	PLAZO DE DETENCIÓN EN SOLICITUD DE EXTRADICIÓN. APLICACIÓN DE TRATADO ESPECIAL

Expediente:16-005358-0007-CO
Sentencia:006580-16


Recurso de hábeas corpus contra EL TRIBUNAL PENAL DE LIBERIA. Se acusa que en el Tribunal Penal de Liberia tramita proceso de extradición contra la tutelada, en razón de una solicitud de detención planteada por el Reino de España para cumplir con el descuento de la pena de seis meses de prisión. El 5 de febrero de 2016 el Tribunal ordenó la detención de la requerida, por un plazo de dos meses, a partir del 5 de febrero de 2016 y hasta el 5 de abril de 2016, con el fin que el país requirente hiciera llegar los documentos pertinentes para dar trámite a la extradición. E1 8 de febrero de 2016 se puso en conocimiento del Ministerio de Relaciones Exteriores de Costa Rica y la Procuraduría General de la República, la detención de la requerida, a su vez, se notificó al Reino de España. No obstante, el 5 de abril de 2016, por resolución de las 13:50 hrs., el Tribunal Penal recurrido amplió el plazo de detención por dos meses más, para que el Reino de España aportara la documentación necesaria para la extradición, con fundamento en el artículo 9, inciso b), de la Ley de Extradición y la sentencia No. 5319-1996 de la Sala Constitucional, dejando de lado lo regulado en el tratado de extradición entre ambos países sobre el plazo de detención provisional. Por lo expuesto, considera que el plazo máximo de detención se encuentra sobradamente vencido, sin que la Autoridad competente haya hecho llegar al expediente la solicitud con las formalidades que exige el tratado, esto pese a que la imputada tiene 79 días naturales de estar detenida, situación que consta en el expediente. Con base en lo anterior, estima que no existe justificación alguna para que el Juzgador recuerde a la Embajada las obligaciones que suscribió con la firma del tratado. Solicita se declare con lugar el recurso y se ordene la inmediata libertad de la extraditable. Se declara con lugar el recurso, sin ordenarse la libertad de la tutelada. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Comuníquese. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE


	PENAL
	SE ACUSA DETENCIÓN ARBITRARIA DURANTE MANIFESTACIÓN PACIFICA SOBRE EL RIO TÉRRABA

Expediente:16-002193-0007-CO
Sentencia:006789-16

Recurso de hábeas corpus contra el MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA.  Alega el recurrente que el 16 de febrero de 2016, durante una manifestación pacífica sobre el puente del río Térraba, en la zona sur del país, los tutelados fueron detenidos por las autoridades recurridas, sin ninguna razón más que ejercer su derecho constitucional a expresarse. Señala que, por tratarse de una manifestación pacífica, dejaron abierto un carril al tránsito, a fin de no perturbar a los vehículos que transitan por el lugar; pese a lo anterior, la fuerza pública cerró el puente y los desalojó, ejerciendo violencia injustificada. Además, detuvo a los tutelados, de manera arbitraria. Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Los Magistrados Hernández Gutiérrez y Salazar Murillo, salvan el voto y declaran parcialmente con lugar el recurso. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.



	PENSIONES ALIMENTARIAS
	SE ACUSA FALTA DE FUNDAMENTACIÓN DE PENSIÓN ALIMETARIA DE MAYOR DE EDAD

Expediente:16-005567-0007-CO
Sentencia:006360-16

Recurso de hábeas corpus contra EL JUZGADO DE PENSIONES ALIMENTARIAS DEL SEGUNDO CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE. Alega el recurrente que en su contra se tramita un proceso de pensión alimentaria. Explica que, se le fijó una cuota provisional de pensión alimentaria por la suma de 175.000.00 colones. Alega que la resolución, aquí impugnada, se encuentra carente de fundamentación, pues la jueza no tomó en cuenta que el actor no se encuentra dando el rendimiento académico requerido para recibir el beneficio de la pensión, ni fundamentó en qué prueba se basó para establecer el monto. Pese a esto, el juzgado recurrido emitió la orden de captura en perjuicio de su representado, lo que pone en riesgo su libertad de tránsito. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Rueda Leal salva el voto, declara con lugar el recurso y anula la resolución de las 10:12 horas del 8 de abril de 2016, emitida por el Juzgado de Pensiones Alimentarias del Segundo Circuito Judicial de San José, por carecer de una adecuada fundamentación. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE



	PETICION
	SE ORDENA A MOPT CONTESTAR A DIPUTADO GESTIÓN SOBRE INVASIÓN DE DERECHOS DE VÍA

Expediente:16-005907-0007-CO
Sentencia:007232-16

Recurso de amparo planteado por un diputado, contra el Ministerio de Obras Públicas y Transportes (MOPT). El recurrente alega que 2 de marzo de 2016, mediante oficio N° DMRP-071-16, solicitó al recurrido información sobre “(…) las medidas que la institución a su digno cargo está tomado para evitar que más derechos de vía sean tomados por terceros y si hay alguna medida en concreto para las zonas aledañas en la autopista Florencio del Castillo” Refiere que el 9 de marzo de 2016, mediante oficio No. DM-2016-0982, la Subdirectora del Despacho del Ministro, remitió al Jefe del Departamento de Inspección Vial y Demoliciones del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, la copia de su oficio N° DMRP-071-16, mediante la cual se solicitó la información para brindarle respuesta. No obstante, a la fecha de presentación de este recurso, no había obtenido respuesta alguna. Estima, vulnerado el artículo 27 de la Constitución Política. En este caso, a la fecha de presentados los informes no se le había contestado al amparado, esto ha sido por negligencia del Ministro recurrido. Por otro lado, si bien bajo el principio de coordinación administrativa, el Ministro recurrido pudo haber remitido el oficio del recurrente al Departamento de Inspección Vial y Demoliciones para que este se lo contestare, lo cierto es que no lo hizo con tal fin, pues de la prueba aportada se evidencia que solicitó información para ser entregada al despacho del Ministro recurrido, no para informar al accionante. Se declara con lugar el recurso, únicamente en contra del Ministro de Obras Públicas y Transportes. Se ordena a Carlos Villalta Villegas, en su condición de Ministro de Obras Públicas Y Transportes, o a quien ejerza ese cargo, que tome las medidas necesarias para que, en el plazo de 3 días contado a partir de la notificación de esta sentencia, se le conteste al recurrente su oficio N° DMRP-071-16 y se le notifique lo correspondiente. 



	PRONTA RESOLUCION
	SE ACUSA QUE PODER EJECUTIVO NO CONTESTA GESTIÓN DE CONSEJO MUNICIPAL DE COTO BRUS, SOBRE ARREGLO DE VÍA PUBLICA

Expediente:16-001814-0007-CO
Sentencia:006980-16

Recurso de amparo contra el ALCALDE Y EL PRESIDENTE DEL CONCEJO MUNICIPAL, AMBOS DE LA MUNICIPALIDAD DE COTO BRUS; EL DIRECTOR EJECUTIVO DEL CONSEJO NACIONAL DE VIALIDAD; Y, EL MINISTRO DEL MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES. Alega el recurrente que el 04 de diciembre de 2012 el Concejo Municipal de la Municipalidad de Coto Brus, en sesión ordinaria, conoció acta del proyecto para el asfaltado de la ruta No. 612, comprendida entre la Administración Colonia Gutiérrez Brown (iglesia) - Santa Elena de Pittier (escuela). Indica que en esa misma sesión el concejo citado, acordó aprobar el acta mencionada y la remitió al alcalde municipal, por oficio No. MCB-CM-899-2012, para que fuera presentado ante el Consejo Nacional de Vialidad, en virtud de la inminente necesidad pública. Señala que, por oficio No. MCB-AM-1256-2012 de 13 de diciembre de 2012, el Alcalde de Coto Brus remitió al Consejo Nacional de Vialidad el acuerdo citado. Manifiesta que, a pesar que el oficio está en el Consejo Nacional de Vialidad desde entonces, a la fecha de interposición de este recurso, no se ha hecho nada para ejecutar dicho proyecto, por lo que la inacción del CONAVI, del Ministerio de Obras Públicas y de la Municipalidad de Coto Brus, ocasiona graves perjuicios sociales y económicos a los habitantes de esa zona. Detalla que, por oficio No. DASCB-096-02-16, el doctor Pablo Ortiz Roses, en su condición de Director Médico del Área de Salud de Coto Brus, certificó que en el camino en cuestión se encuentran los EBAIS de Gutiérrez Brown, La Guinea, Santa Elena y Vista Fila Naranjo y que es indispensable para esas comunidades contar con la vía en buen estado, a efecto de tener acceso oportuno a esos centros de salud y, además, que se nota un aumento en la cantidad de afecciones respiratorias en los pobladores de esas comunidades, con una incidencia de 920 pacientes atendidos. Alega que, a la fecha de interposición de este recurso, la ruta nacional No. 612, es caótica, produce la afectación de la salud e integridad física de las personas que por ahí transitan, residen y laboran y lesiona el derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Se declara sin lugar el recurso. Los magistrados Cruz Castro, Ulate Chacón y Madrigal Jiménez salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.



	SALUD
	SUSPENSIÓN DE EXAMENES MÉDICOS DURANTE HUELGA DE LA CCSS.

Expediente:16-005286-0007-CO
Sentencia:006463-16

Recurso de amparo contra el Hospital México. Aduce el recurrente que teniendo cita para exámenes de laboratorio el 26 de abril de 2016 en el Hospital México, los mismos no le fueron practicados por encontrarse los servidores del Laboratorio Clínico apoyando el movimiento de huelga convocado para ese día. En este caso, se hace un análisis de la protección del derecho a la salud. La eficiencia, eficacia, continuidad, regularidad y adaptación en los servicios públicos de salud. Sobre la prohibición de la huelga en los servicios públicos esenciales. En el caso concreto, la Sala tiene por acreditado que al recurrente se le programó una cita en el Laboratorio Clínico del Hospital México, para realizarse exámenes de sangre el 26 de abril de este año, misma fecha en que distintos gremios convocaron a un movimiento de huelga nacional. De tal forma, es claro que en el caso bajo estudio se está ante una vulneración del derecho a la salud, toda vez que la atención programada no fue brindada, contrariando con ello los principios de eficacia, eficiencia, celeridad, oportunidad y conveniencia que deben respetarse en la prestación de los servicios de salud. La Sala no soslaya la existencia del referido movimiento de huelga, pero de conformidad con lo señalado en el cuarto considerando de esta sentencia, la realización de tal movimiento social carece del efecto de justificar la falta de prestación de un servicio básico esencial como lo son los servicios médicos provistos por las autoridades de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a Douglas Montero Chacón y a Juan Rafael Mora López, en su condición de Director General y Director del Laboratorio Clínico, respectivamente, ambos del Hospital México, o a quienes ocupen sus cargos, que de inmediato interpongan las actuaciones que se encuentren dentro de sus respectivos ámbitos de competencia, para que en el plazo máximo de un mes contado a partir de la comunicación de esta sentencia, se practique al amparado los exámenes de laboratorio que no se realizaron el 26 de abril de 2016. En lo demás, se declara sin lugar el recurso.


	SEGURIDAD SOCIAL
	NIEGAN SEGURO FAMILIAR POR TENER PENSIÓN ALIMENTARIA VOLUNTARIA. INTERPRETACIÓN DEL ARTICULO 13 DEL REGLAMENTO DE SALUD DE LA CCSS.

Expediente:16-001445-0007-CO
Sentencia:005972-16

Recurso de amparo contra la CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL. La recurrente, quien es una adulta mayor, reclama violación a sus derechos fundamentales, pues acusa que la autoridad recurrida le denegó el beneficio de seguro familiar por una interpretación errónea de la norma. En este caso, consta que a la recurrente se le denegó el beneficio de seguro familiar por no cumplir con lo establecido en el artículo 13 del Reglamento de Seguro de Salud, que señala: “"en los casos de separación judicial o, de hecho, cuando el conyugue(SIC) separado no tenga otra fuente de ingresos que la pensión alimenticia que le suministre el responsable, el esposo o esposa tiene el derecho a ser considerado como asegurado familiar". No obstante, este Tribunal considera que la interpretación que realizó la autoridad recurrida no es acorde a la visión de los derechos fundamentales, pues únicamente considera la pensión alimentaria dictada por un juez y no una acordada por las partes. Así, esta Sala estima que lo que persigue la norma es que la posible persona beneficiaria cuenta con una pensión alimentaria, independientemente si es dictada por un Juez o es acordada por las partes. En consecuencia, en este caso, al existir una pensión alimentaria acordada por las partes, la recurrente reúne los requisitos que exige el artículo 13 del Reglamento de Salud de la CCSS. Por consiguiente, se comprueba que la denegatoria del seguro a favor de la recurrente se realizó con fundamento en una interpretación no acorde a la visión de los derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Viria Corrales Aguilar, en su condición de Encargada del Departamento de Registro y Estadística de Salud del Área de Salud de Turrialba-Jimenez de la Caja Costarricense de Seguro Social, o a quien en su lugar ejerza el cargo, que de inmediato coordine para que se tramite la solicitud de clasificación de derechos por beneficio familiar del señor Julio González Jamienson a favor de la recurrente y se otorgue el beneficio solicitado, salvo que otra causa legal lo impida. 



	SERVICIOS PUBLICOS
	SE NIEGA SERVICIO DE AGUA A CONDOMINIO POR RAZONES TÉCNICAS. PLAYA POTRERO

Expediente:16-004876-0007-CO
Sentencia:006417-16

Recurso de amparo a favor de CONDOMINIO HORIZONTAL RESIDENCIAL PLAYA POTRERO contra EL INSTITUTO COSTARRICENSE DE ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS (AyA) y la ASOCIACIÓN ADMINISTRADORA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO SANITARIO (ASADA) DE PLAYA POTRERO. El recurrente, en su condición de administrador del Condominio Horizontal Residencial Playa Potrero, acusa que la ASADA recurrida le denegó el servicio de agua potable a ese desarrollo habitacional, lo que violenta el derecho fundamental de acceso al agua. En esta sentencia, se analizan los siguientes temas: 1) Sobre la necesaria protección de los cuerpos subterráneos de agua. Se cita el voto 12556-10. 2) En el caso concreto, consta que la denegatoria de la ASADA no ha sido arbitraria, sino que está justificada en la protección de un acuífero con niveles de sobreexplotación y peligro por salinización, que eventualmente podrían volver inviable la toma de agua de potable de esta fuente, incluso para los actuales usuarios. Relativo a este tipo de situación, esta Sala ha dispuesto reiteradamente que, si bien existe un derecho fundamental al agua, la Administración no está obligada a prestar el servicio de agua potable cuando razones técnicas lo desaconsejan o imposibilitan (en este sentido sentencias Nº2009-3825 de las 16:49 horas del 10 de marzo de 2009 y Nº 2016-1777 de las 10:20 horas del 5 de febrero de 2016, entre muchas otras). Este es el caso del sub lite, porque la denegatoria de la ASADA se justifica en la imposibilidad de otorgar nuevos servicios de agua potable debido a la fragilidad y vulnerabilidad del acuífero de Playa Potrero, el cual está amenazado de salinizarse en su totalidad en razón de la sobre explotación a la que se le ha venido sometiendo. Nótese, además, la importancia de tomar medidas preventivas a efectos de evitar mayores niveles de contaminación en los acuíferos y que los actuales usuarios se vean perjudicados, dado que, como se refirió en el considerando anterior, cuando la salinización se produce, su regeneración puede ser extraordinariamente lenta y, en ocasiones, incluso irreversible. Se declara sin lugar el recurso.



	SERVICIOS PUBLICOS
	SE ACUSA LA SUSPENSIÓN DEL SERVICIO DE AGUA EN MORAVIA, SIN PREVIO AVISO

Expediente:16-005318-0007-CO
Sentencia:006981-16

Recurso de amparo contra EL INSTITUTO COSTARRICENSE DE ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS.  Alegan los recurrentes que son vecinos de la comunidad de San Vicente de Moravia. Señalan que desde el 30 de marzo de 2016 en dicha comunidad se presentan una serie de problemas, debido al desabastecimiento y suspensión diario del servicio de agua potable, incluso por períodos de más de 12 hrs. Alegan que el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, de forma indiscriminada y sin mediar previa comunicación, suspende el suministro de agua potable a cualquier hora del día y por varias horas, lo que imposibilita que los vecinos de la zona puedan tomar las previsiones del caso. Agregan que, en ocasiones, el servicio se ve interrumpido desde las 9 o 10 de la mañana y no regresa sino hasta las 8 o 12 de la noche. Indican que la carencia del recurso hídrico impide a las personas que residen en la zona, realizar actividades como, las labores de aseo personal, limpieza de sus hogares, preparación de alimentos, el uso y limpieza de los servicios sanitarios, lo que pone en riesgo la salud y vida de las personas. Se declara SIN LUGAR el recurso. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN. 



	SERVICIOS PUBLICOS
	SE NIEGA SERVICIO DE AGUA POR IMPOSIBILIDAD TÉCNICA

Expediente:16-006251-0007-CO
Sentencia:006787-16

Recurso de amparo contra la ASOCIACIÓN ADMINISTRADORA DEL ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO SANITARIO DE PÁNICA. En este caso, la parte recurrente se encuentra inconforme con la negativa —atribuible a la autoridad recurrida— de suministrarles el servicio de agua potable. Este Tribunal entiende claramente la situación de los accionantes; no obstante, del mismo escrito y documentos se observa que, en respuesta a las gestiones de los recurrentes, la recurrida les explicó en su momento (mediante oficio ACPP-001-2016 del 31 de marzo de 2016) la imposibilidad técnica de prestar el servicio, debido a la falta de la infraestructura requerida, respuesta que en ningún momento ponen en duda los aquí accionantes. Ante situaciones similares se ha pronunciado reiteradamente este Tribunal (se citan los votos 3825-09, 001540-16). Así las cosas, estima esta Sala que la negativa no es arbitraria ni obedece a un capricho de la Asociación recurrida, sino a la no disponibilidad de agua en la zona por la inexistencia de una red de tuberías que permita instalar el servicio, tal como —según manifiestan los propios recurrentes— les fue debidamente informado. Se rechaza por el fondo el recurso.

	SUJETO DE DERECHO PRIVADO
	SE ACUSA DISCRIMINACIÓN PORQUE LOCAL COMERCIAL NO CUENTA CON CAMBIADOR DE NIÑOS EN SERVICIO SANITARIO DE HOMBRES

Expediente:16-004099-0007-CO
Sentencia:006383-16

Recurso de amparo contra ARCOS DORADOS COSTA RICA ADCR SOCIEDAD ANÓNIMA. En el caso bajo estudio, esta Sala tiene como debidamente acreditado que el recurrente junto a su hijo, menor de edad, el 27 de febrero del año en curso acudieron al restaurante Mc Donald's, ubicado en San José, Avenida Central, Calles 3 y 5, en la Plaza de la Cultura, donde luego de consumir alimentos adquiridos en ese local, el recurrente quiso hacer uso del cambiador para pañales instalado en el baño de mujeres del restaurante para cambiar a su hijo, en vista de que no había instalado un cambiador en el servicio sanitario de los hombres, por lo que se le prohibió ingresar sólo con su hijo al servicio de mujeres, sino que debía ser acompañado por una de las colaboradoras del restaurante para poder utilizar el cambiador respectivo. En este caso, no existe ninguna razón objetiva para que, en un local comercial abierto al público, no exista igualdad de condiciones para que un padre de familia, pueda realizar algo tan usual como es cambiar el pañal de su hijo, sin ser sometido a una serie de controles y permisos previos, como a los que fue sometido el recurrente. No considera esta Sala que la diferencia de trato, esté basada en este caso en objetivos constitucionalmente legítimos, por lo que la carencia de un lugar donde el padre de familia recurrente, pudiera cambiar a su hijo, como sí existe en el servicio de mujeres, produce la violación al derecho de igualdad, por lo que el recurso debe acogerse. No obstante, observa esta Sala que, como se indicó en la contestación del recurso, que estando en curso el amparo, la empresa recurrida procedió a instalar en el restaurante un cambiador de pañales en el servicio sanitario de hombres, el recurso de amparo debe acogerse únicamente para efectos indemnizatorios conforme lo establecido en el artículo 52, párrafo primero, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Se declara CON LUGAR el recurso, únicamente a los efectos de condenar a la empresa Arcos Dorados de Costa Rica ADCR Sociedad Anónima al pago de las costas, daños y perjuicios causados, que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo civil.



	TRABAJO
	DESPIDEN A INTERINA SIN CONCLUIR CONCURSO PARA EL PUESTO

Expediente:16-003986-0007-CO
Sentencia:006197-16

Recurso de amparo contra la Municipalidad de Turrialba. Alega la recurrente que laboró de manera interina como Administrativa Municipal I en el puesto de Oficinista, desde el 23 de marzo de 2015. Manifiesta que el Director de Recursos Humanos de la Municipalidad de Turrialba le comunicó, que su contrato de trabajo finalizó el 11 de marzo de 2016, en vista que el concurso interno 002-2016 fue declarado incierto (sic.) por la Alcaldía Municipal. Que dicho contrato no sería renovado y el titular del puesto sería nombrado mediante concurso externo. Estima que la actuación impugnada es arbitraria e injustificada y viola el principio de estabilidad impropia de los servidores públicos interinos. Se declara parcialmente con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a María Elena Montoya Piedra, en su condición de Alcaldesa, Mario Pérez Rojas, en su condición de Encargado de Recursos Humanos, y Diego Pérez Zamora, en su condición de funcionario del Departamento de Recursos Humanos, todos de la Municipalidad de Turrialba, o a quienes en su lugar ocupen esos cargos, girar de inmediato las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para que la recurrente se mantenga en el puesto de Oficinista en la Municipalidad, cargo que venía ocupando hasta que no concluya el concurso externo para llenar dicha plaza, y si otra causa diferente no lo impide. El Magistrado Hernández Gutiérrez da razones diferentes. Comuníquese.- ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCION



	TRABAJO
	SE CUESTIONA TRASLADO DE FUNCIONARIA EN EL BANCO POPULAR

Expediente:16-004436-0007-CO
Sentencia:006199-16


Recurso de amparo contra el BANCO POPULAR Y DE DESARROLLO COMUNAL. Alega la recurrente, que las relaciones de empleo entre el banco recurrido y sus trabajadores se regula y rige por la Cuarta Convención Colectiva de Trabajo, actualmente, vigente. En dicho cuerpo normativo se garantiza, entre otros derechos, el debido proceso (artículos 48 y 53 inciso b) y la defensa (artículo 47). El 11 de marzo del año en curso, la Directora de Capital Humano emitió el oficio No. DIRCH-288-2016, en el cual ordenó el traslado de la amparada al Área de Fondos de Vivienda e Interés Social del banco recurrido, pese a que esta tiene una plaza en propiedad en el puesto Ejecutivo Administrativo Bancario 1. Reclama que lo anterior implica que va a realizar funciones, completamente, diferentes a las que realiza en su puesto en propiedad y que no son acordes con el puesto actual, sin capacitación alguna y sin otorgarle, previamente, audiencia alguna en la cual poder manifestarse y defenderse. Ante dicha situación, interpuso recursos de reconsideración y apelación en subsidio y formal reclamo en relación al dictado del acto que estima arbitrario y abusivo. Se declara sin lugar el recurso. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE. 


	TRABAJO
	SE CUESTIONA NEGATIVA DE RECIBIR ATESTADOS PARA PARTICIPAR EN CONCURSO

Expediente:16-003845-0007-CO
Sentencia:006200-16

Recurso de amparo contra LA MUNICIPALIDAD DE ASERRÍ. Las autoridades recurridas se negaron a recibir sus atestados, imposibilitándole participar en el concurso externo para optar por el puesto de Directora Jurídica de la Municipalidad de Aserrí. Reclama que dicha negativa constituye violación a sus derechos fundamentales. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Cruz Castro salva el voto y declara con lugar el recurso con sus consecuencias. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE.



	TRABAJO
	SE INTERRUMPE CONTINUIDAD DE NOMBRAMIENTO INTERINO

Expediente:16-005255-0007-CO
Sentencia:005859-16

Recurso de amparo contra LA DIRECCIÓN DE RECURSOS HUMANOS DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA. La recurrente señala que fue nombrada interinamente en un puesto de conserje en el Ministerio de Educación, hasta que volvió la titular de la plaza. Comenta que el veintiocho de marzo de dos mil dieciséis, se percató que la Dirección de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública no había prorrogado su nombramiento, pues había designado en ese puesto a otro servidor también en condición interina. En este caso, de la prueba documental aportada al expediente, se desprende que la amparada fue nombrada interinamente en puesto de conserje en la Escuela Marco Antonio Pereira Ramírez, ubicada en La Victoria de Turrialba, ello en el período comprendido entre octubre de dos mil diez a abril de dos mil quince, ello por el regreso del titular a la plaza. A partir de esa fecha no se le prorrogó el nombramiento interino y se prescindió de sus servicios, con lo cual se interrumpió la continuidad del nombramiento interino. Así las cosas, no estaba la Administración en la obligación de nombrarla nuevamente, debido a que ya no cumplía la condición de continuidad y no interrupción del nombramiento. De modo que, en este caso, no se trata de la sustitución de un interino por otro interino -casos que ha amparado esta Sala- sino de la interrupción del nombramiento interino de la recurrente -por las circunstancias que sean- situación que varía el cuadro fáctico y que permite a la Administración proceder a nombrar aun interinamente a otro funcionario, sin que con ello se lesionen los derechos fundamentales del petente. Se rechaza por el fondo el recurso.


	TRABAJO
	SE CUESTIONA DESPIDO DEL CUERPO DE BOMBEROS

Expediente:16-005479-0007-CO
Sentencia:005950-16

Recurso de amparo contra el BENEMÉRITO CUERPO DE BOMBEROS. La recurrente acude a la jurisdicción constitucional para reclamar que, a pesar de haberse desempeñado sin interrupción por casi un año, dentro del Benemérito Cuerpo de Bomberos y, de encontrarse cubierta por la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros, el 29 de abril de 2016, se le comunicó el cese de su nombramiento, indicándole que se pagarían los extremos laborales correspondientes. En este caso, se indica que el artículo 1° de la Ley 8228 de 19 de marzo del 2002, “Ley del Benemérito Cuerpo de Bomberos de Costa Rica”, establece que el Cuerpo de Bomberos es un órgano desconcentrado del Instituto Nacional de Seguros. Al respecto, debe señalarse que, según lo ha establecido la jurisprudencia de este Tribunal (ver sentencias 11920-11, 9158-10, 1686-14, 7730-00, 244-01 y 12953-01 respecto de otras empresas públicas), el marco jurídico general es —en principio— el Derecho Privado, el cual es también el régimen jurídico particular de sus relaciones de empleo, donde rige la libertad de despido, si bien es aplicable el Derecho Público a los miembros del Consejo Directivo, conforme lo establece la propia normativa (artículo 26 del reglamento de la Ley del Cuerpo de Bomberos). Se rechaza por el fondo el recurso.



	TRABAJO
	SE ORDENA AL MEP OTORGARLE ASISTENCIA CALIFICADA A PROFESOR NO VIDENTE

Expediente:16-002733-0007-CO
Sentencia:005981-16

Recurso de amparo contra el DIRECTOR DE RECURSOS HUMANOS, EL JEFE DEL DEPARTAMENTO DE EDUCACIÓN ESPECIAL LA VICEMINISTRA ACADÉMICA Y LA MINISTRA DE EDUCACIÓN PÚBLICA. El recurrente, quien es persona no vidente, labora como docente de español en el Liceo de Paraíso desde el 2008, año en que solicitó al Ministerio de Educación Pública apoyo para desarrollar en forma óptima sus labores, pero ha obtenido respuesta ni el apoyo humano y tecnológico lo que lesiona sus derechos fundamentales. En este caso, se analiza el marco normativo de los derechos de las personas con discapacidad y en el caso concreto, la Sala tiene como un hecho acreditado, que, pese a reiteradas solicitudes tanto del docente como del Director del Liceo de Paraíso, para que las recomendaciones fueran aplicadas, las instancias administrativas del Ministerio de Educación Pública no adoptaron medida alguna y se aprecia que sí se han lesionado en perjuicio del amparado los derechos de igualdad y dignidad que tutelan tanto la Constitución Política como los Instrumentos Internacionales que invoca, ya que no fue sino hasta después de la notificación de la interposición de este amparo, que la Directora de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública instruye al Director del Liceo de Paraíso, donde labora el amparado, que designe a dos docentes “reubicados” de esa institución para asistirle. Sin embargo, la asignación de recurso humano calificado para asistir al amparado en forma permanente es solo una de las recomendaciones contenidas en el Informe Final de Recomendaciones de la Comisión de Análisis de Solicitud de Recursos del Profesor Adrián Hernández Hernández DVM-2586-2008 de 1 de diciembre de 2008. Dicha medida se adoptó, después de la notificación a los recurridos de este amparo, y siete años después de que una Comisión de Expertos analizó por cuatro meses la condición particular del amparado e hizo amplias recomendaciones a fin de cumplir las obligaciones que los Convenios Internacionales citados le imponen al Ministerio de Educación Pública en su condición de patrono. Se declara parcialmente CON LUGAR el recurso. Se ordena a Sonia Marta Mora Escalante, en su condición de Ministra y Yaxinia Díaz Mendoza, en la de Directora de Recursos Humanos, o a quienes en su lugar ejerzan ese cargo, adoptar las medidas necesarias para que el recurrente cuente con asistencia calificada para el desempeño de su labor como Profesor de Español en el Liceo de Paraíso, dentro de los ocho días siguientes a la comunicación de esta resolución. Asimismo, proveerle los apoyos tecnológicos que requiera, aspecto que será evaluado dentro de los ocho días siguientes a la notificación de esta resolución, en vista del plazo transcurrido desde la emisión del informe DVM-2586-2008 de 1 de diciembre de 2008, apoyos tecnológicos que le serán entregados dentro del mes siguiente a la fecha de evaluación. En cuanto al Director del Liceo de Paraíso se declara sin lugar el recurso. 



	TRABAJO
	CESE DE NOMBRAMIENTO INTERINO ANTES DE VENCER EL PERIODO DE LICENCIA DE MATERNIDAD

Expediente:16-001717-0007-CO
Sentencia:005974-16

Recurso de amparo contra el Ministerio de Educación Pública (MEP). La recurrente señala que fue nombrada como docente interina en el Colegio Técnico Profesional de Las Juntas de Abangares, nombramiento que vencía el 31 de enero de 2018; sin embargo, a partir del 1º de febrero de 2016 fue cesada de manera arbitraria del puesto en el que se le había designado, con el agravante de que se encuentra con licencia de maternidad hasta el 16 de abril de 2016. Sobre el tema se cita la sentencia 004219-12. En este caso, las razones de fondo que justificaron el cese de la amparada son válidas pues atienden al aumento de lecciones en propiedad a un docente propietario, tal como se explicó en el precedente citado en el considerando anterior de esta sentencia. No obstante, lo que sí atenta contra los derechos fundamentales de la tutelada es la fecha en que operó dicho cese, toda vez que se dio antes del vencimiento del periodo de incapacidad por maternidad otorgado, dejando así desprotegida a la promovente en su condición de madre, así como a su hijo recién nacido. En conclusión, dado que el cese del nombramiento interino de la recurrente no obedeció a una causa arbitraria sino al aumento de lecciones en propiedad de otro funcionario propietario, corresponde la desestimatoria del recurso en cuanto a este aspecto. Sin embargo, dado que el cese del nombramiento interino entró a regir con anterioridad a la fecha de vencimiento del periodo de incapacidad por maternidad, se comprueba una vulneración al derecho a la protección especial a las madres, contemplado en el ordinal 51 de la Constitución Política y, por ello, corresponde la estimatoria del recurso. Se declara parcialmente con lugar el recurso, solo en cuanto al ordinal 51 de la Constitución. En consecuencia, se le ordena Yaxinia Díaz Mendoza, en su condición de Directora de Recursos Humanos del MEP, o a quien ejerza ese cargo, proceder a girar de inmediato las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para que la recurrente reciba el monto de subsidio por licencia de maternidad que le correspondía hasta el 16 de abril de 2016 y que no se le hubiere pagado. En lo demás se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Hernández López salva el voto y declara sin lugar el recurso en todos sus extremos. Los Magistrados Castillo Víquez y Hernández Gutiérrez salvan el voto y declaran sin lugar el recurso.



	TRABAJO
	LE IMPIDEN ARBITRARIAMENTE A CIUDADANO PARTICIPAR EN CONCURSO PARA PUESTO MUNICIPAL

Expediente:16-003581-0007-CO
Sentencia:006374-16

Recurso de amparo contra la MUNICIPALIDAD DE PÉREZ ZELEDÓN. El recurrente impugna el oficio número OFI-247-16-PRH de 15 de marzo de 2016, suscrito por Vanessa Sobrado Esquivel, coordinadora de Recursos Humanos de la Municipalidad de Pérez Zeledón, según el cual se le impide participar en el proceso de selección de ascenso o traslado AOT-009-16-PRH, para ocupar el cargo de responsable de impulsar los procesos administrativos, asignada al subproceso de procedimientos administrativos municipales, por el hecho de estar ocupando una plaza de confianza. En este caso, no corresponde a esta Sala determinar si el amparado cumple o no cumple los requisitos legales para obtener el ascenso; sin embargo, la Coordinadora de Recursos Humanos le exigió su renuncia al cargo de confianza que ostentaba, en un acto claramente arbitrario, sustancialmente disconforme con el ordenamiento constitucional, a fin de que participara. El amparado consintió en la orden y renunció y, a pesar de eso, en clara desviación de poder, la Coordinadora de Recursos Humanos consideró que como la renuncia no había sido aceptada por la Alcaldesa antes de finalizar el plazo para la presentación de la oferta de servicios, su oferta era inadmisible, con lo cual, cerró la posibilidad de que el recurrente participara. Lo anterior vulnera, efectivamente, el derecho fundamental del amparado a participar en el concurso. El celo de la Coordinadora de Recursos Humanos por salvaguardar los intereses de la Administración y la Hacienda Pública denota un malentendido concepto del principio de legalidad establecido en el artículo 11 de la Constitución, que marca toda la actuación de los funcionarios públicos. Por lo anterior, procede declarar con lugar el recurso, únicamente contra la Coordinadora de Recursos Humanos de la Municipalidad de Pérez Zeledón, por el hecho de que se exigiera al recurrente renunciar al puesto de confianza que ostentaba, a pesar de que se encontraba con permiso sin goce de salario como titular de la plaza de Técnico 2 que, según el dicho de las recurridas es idóneo para efectos de participar en el concurso y, además, que a pesar de haber presentado su renuncia al puesto de confianza, se le impidiera participar porque la Alcaldesa Municipal no había acogido esa renuncia. De las actuaciones de la Alcaldesa, quien no fue demandada por el recurrente, sino que se llamó de oficio a este proceso, no se observa vulneración alguna de los derechos fundamentales del amparado. En lo demás, se declara sin lugar el recurso porque la legalidad o ilegalidad del nombramiento interino pretendido por la Alcaldesa, así como la verificación de los requisitos legales para que el amparado sea nombrado, son materia de legalidad ordinaria. Se declara con lugar el recurso únicamente en contra de la Coordinadora de Recursos Humanos de la Municipalidad de Pérez Zeledón, Vanessa Sobrado Esquivel y, en consecuencia, se deja sin efecto el oficio OFI-247-16 de 15 de marzo de 2016 que impide al recurrente su participación en el proceso de selección de ascenso o traslado AOT-009-16-PRH, así como todos los actos posteriores; deberá readecuar el procedimiento para reintegrar al amparado en su derecho fundamental de participación. 



	TRABAJO
	SE CONDENA A INSTITUCIÓN POR NO READECUAR LAS FUNCIONES DE UN TRABAJADOR POR RAZONES DE SALUD

Expediente:16-003921-0007-CO
Sentencia:006378-16

Recurso de amparo contra la MUNICIPALIDAD DE GOLFITO. El recurrente alega que sufrió un accidente laboral, por lo que las autoridades Municipales procedieron a readecuar sus funciones por recomendación médica del INS, sin embargo, posteriormente le ordenaron que regresara a su puesto original, sin readecuar sus funciones a la recomendación médica, por lo que ha visto afectada su salud, debido a lo cual considera violentado sus derechos fundamentales. Estima este Tribunal Constitucional, que el recurso de amparo es procedente, pues efectivamente se observa que la Municipalidad de Golfito, a pesar del conocimiento de la situación de salud del amparado, de sus incapacidades, de la pérdida de movilidad en un 15% de su brazo izquierdo (como se observa en el expediente), y de que les han sido entregados varios documentos firmados por las autoridades del Instituto Nacional de Seguros tendientes a que se modifiquen las condiciones de trabajo del recurrente a fin de que no afecte su estado de salud, esto no se ha hecho. Esta situación verifica la lesión al derecho a la salud del recurrente y la actitud omisiva de las autoridades de la Municipalidad de Golfito. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Dailon Arroyo Blandón, en su condición de Alcalde Municipal de Golfito, o a quien ejerza el cargo, que tome las medidas necesarias y gire las órdenes que correspondan para que dentro del plazo de CINCO DÍAS se establezcan las condiciones laborales del amparado, conforme las recomendaciones del Departamento de Medicina Laboral del INS. Se advierte a las autoridades recurridas que, de conformidad con lo establecido por el artículo 71, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se impondrá prisión de tres meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se condena a la Municipalidad de Golfito, al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Notifíquese a la parte recurrida, en forma personal. El Magistrado Hernández Gutiérrez salva el voto. Comuníquese.



	TRABAJO
	OMISIÓN DE INDICAR EN EL TRASLADO DE CARGOS, LA POSIBLE SANCIÓN A IMPONER 

Expediente:16-004516-0007-CO
Sentencia:006395-16

Recurso de amparo contra el MINISTERIO DE CULTURA Y JUVENTUD. El recurrente reclama que la resolución de apertura de procedimiento y citación a comparecencia contiene múltiples defectos: considera que el informe final de investigación le impuso una sanción; la imputación de cargos carece de elementos esenciales; no se indican las posibles sanciones, carece de fundamento jurídico en cuanto a las normas trasgredidas, cita como testigos a funcionarios que podrían ostentar la condición de órgano decisor y no indica las instancias recursivas. En este caso, sobre la competencia de esta Sala en el control del debido proceso en los procedimientos administrativos, se cita el voto 20284-14. En cuanto a los temas planteados en el amparo, se indica lo siguiente: 1) Sobre la falta de elementos circunstanciales en la intimación de los hechos realizada mediante la resolución, se observa que la resolución es clara en indicar el motivo del procedimiento. 2) En cuanto a las posibles sanciones a imponer al tutelado, este Tribunal ha considerado que su exposición genérica o no específica impide a la persona conocer de antemano qué sanción podría serle impuesta (véase la resolución N° 2015-6091 de las 14:30 horas del 30 de abril de 2015). En el caso concreto, se observa que las sanciones del artículo 41 de la Ley de Control Interno, que se citan en la resolución, varían mucho en su intensidad, pues van desde la amonestación escrita hasta la separación del cargo sin responsabilidad patronal, lo que incide negativamente en su derecho de defensa, según la jurisprudencia citada. Con base en lo expuesto, se declara con lugar el reclamo planteado, con las consecuencias que se dirán. 3) De manera similar, el tutelado reclama que la resolución carece de fundamento jurídico en cuanto a las normas transgredidas. No obstante, contrario a lo expresado por el tutelado, la Sala observa que sí se hace alusión a las normas jurídicas aplicables, sin perjuicio de aquellas que ya fueron mencionadas en el considerando anterior. En virtud de lo expuesto, se declara sin lugar el reclamo. 4) En lo que respecta a la posible integración del órgano decisor con funcionarios que hayan comparecido como testigos, la Sala acota que la integración y posibilidad de recusar a los miembros del órgano decisor es tema de legalidad, lo que lleva a declarar sin lugar el extremo. 5) El amparado considera que el órgano investigador le impuso una sanción, irrespetando la presunción de inocencia. Al respecto, se señala que el órgano aludido carece de competencias para la imposición de una sanción. Su informe se limita a indicar recomendaciones, entre ella, el inicio de un procedimiento administrativo en contra del tutelado, sin que ello se considere una sanción. En ese tanto, se declara sin lugar el punto. 6) Por último, el amparado reclama que la resolución de cita no señala las instancias recursivas; no obstante, se estima que la resolución cumple con los parámetros de esta Sala en torno a señalar las posibilidades recursivas. En consecuencia, se declara sin lugar el extremo. Se declara parcialmente con lugar el recurso, solo por la omisión de indicar en el traslado de cargos la posible sanción a imponer al amparado. Se anula la resolución ODP-R001-2016 de las 8:00 horas del 16 de marzo de 2016, dictada por el Órgano Director del Procedimiento Administrativo que se tramita en contra del amparado, así como las posteriores resoluciones, diligencias y actuaciones llevadas a cabo en ese asunto. Se restituye al tutelado en el pleno goce de sus derechos fundamentales. Lo anterior sin demérito de que la autoridad recurrida enderece los procedimientos conforme a lo señalado. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de fundamento a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Respecto a los demás extremos, se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Hernández Gutiérrez salva el voto y declara sin lugar el recurso, en todos sus extremos.



	TRABAJO
	INCAPACIDAD NO IMPIDE EJECUTAR SANCIÓN DISCIPLINARIA

Expediente:16-005800-0007-CO
Sentencia:006757-16

Recurso de amparo contra LA DIRECCIÓN DE RECURSOS HUMANOS DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA. El recurrente señala que el amparado labora para el Ministerio de Educación Pública y comenta que a finales de diciembre de dos mil quince, el tutelado sufrió un infarto. Asegura que el cinco de febrero de dos mil dieciséis, estando el amparado aún convaleciente, se le entregó la notificación de un traslado de cargos, ello referente a un procedimiento administrativo disciplinario por la supuesta comisión de actos de acoso sexual. Acusa que dicha acta de notificación adolecía de elementos esenciales, por lo que presentó un incidente de nulidad. Sin embargo, comenta que por resolución número 1404-2016 de las ocho horas del veintisiete de abril de dos mil dieciséis, la accionada rechazó dicho incidente de nulidad, oportunidad en que le impuso al tutelado una sanción disciplinaria de suspensión sin goce de salario por treinta días. En este caso, señala la Sala que debe indicarse que, reiteradamente, ha dicho que no toda lesión a normas procedimentales implica lesión al debido proceso o al derecho de defensa, sino sólo aquéllas que sean de tal magnitud que coloquen al investigado en un estado material de indefensión, lo que no sucede en este caso, pues los reproches que plantea el recurrente no son más que conflictos de legalidad ordinaria que, como tales, deben ser planteados y resueltos ante la sede común que corresponda, administrativa o jurisdiccional. En este caso, el mismo petente señala que el tutelado tiene conocimiento de los hechos que se le atribuyen e, igualmente, reconoce que ha tenido la oportunidad de ejercer su defensa y oponerse a la sanción. Por otra parte, esta Sala ha resuelto en anteriores oportunidades que el simple hecho de que una relación de servicio de un funcionario público esté suspendida en virtud de una incapacidad para el trabajo legalmente acordada, no tiene la virtud de enervar la potestad que tiene la Administración para imponerle una sanción conforme a la ley, ni tampoco la de suspender los efectos de los pronunciamientos dictados por los órganos competentes en virtud del ejercicio de la citada potestad, pues afirmar lo contrario implica reconocer una limitación a esa facultad que ni la Constitución, ni la ley establecen (ver en este sentido sentencia número 2003-03169 de las diez horas con veintidós minutos del veinticinco de abril del dos mil tres). Por lo tanto, la incapacidad del amparado no impide ejecutar la sanción que se le impuso. Se rechaza por el fondo el recurso.



	TRABAJO
	SE ORDENA DARLE EL DEBIDO SEGUIMIENTO A LOS PROBLEMAS DE SALUD OCUPACIONAL QUE SE PRESENTAN EN EL EDIFICIO ROFAS

Expediente:16-004425-0007-CO
Sentencia:006822-16

Recurso de amparo contra LA MINISTRA DE EDUCACIÓN PÚBLICA, LA DIRECTORA DEL ÁREA RECTORA DE SALUD CARMEN, MERCED, URUCA Y EL MINISTRO DE SALUD. Los recurrentes y el coordinador de la Comisión de Salud Ocupacional, consideran violado su derecho a un ambiente sano y el derecho a la salud, por cuanto el edificio ROFAS, donde se ubican oficinas del Ministerio de Educación Pública, no reúne las condiciones de orden, limpieza y salud ocupacional para el personal administrativo que ahí labora. Ello pese a haber enviado varios oficios a los jerarcas institucionales y de la orden sanitaria No.CMUOS- 170-2015RA/SS de 09 de julio de 2015, en la que se ordenó a la Ministra de Educación que, en un plazo de 30 días, debía presentar un plan remedial con el respectivo cronograma de implementación. Solicita se ordene el cumplimiento de dicha orden y que la Sala establezca un plazo para ubicar a los empleados en un nuevo edificio. En este caso, señala la Sala que se debe realizar una aclaración, que conlleva a la desestimatoria parcial de los alegatos realizados, esta Sala no es una instancia de alzada sobre problemas de salud ocupacional, ni supervisora de las órdenes sanitarias que emite el Ministerio de Salud. Para esto existen establecidas las instancias legales y ordinarias correspondientes. En otras oportunidades se ha examinado recursos de amparo donde se denuncian malas condiciones de salud ocupacional, pero únicamente cuando la situación reviste una gravedad tal que ocasionan una verdadera amenaza a la salud de las personas. Así entonces, en ese caso, no corresponde a esta Jurisdicción Constitucional adentrarse en los detalles de la infraestructura del Edificio ROFAS, como lo solicita la Comisión de Salud Ocupacional. Esta desestimatoria, claro está, no significa que dichas cuestiones no sean importantes o relevantes, sino que no representan violación grave a algún derecho fundamental, y por lo tanto, escapan de la esfera de competencia de este Tribunal Constitucional. Por lo anterior, únicamente se examinará si, las acciones tomadas por parte de los recurridos, para atender las denuncias por problemas de salud ocupacional fueron debidamente atendidas. Se observa en ambos Ministerios, una tardanza en el cumplimiento de sus deberes, lo cual redundó en una violación al derecho a un ambiente sano y al derecho a la salud de los recurrentes. En conclusión, se desestima el recurso en cuanto no corresponde a esta Jurisdicción examinar todos los aspectos de salud ocupacional del edificio ROFAS, pues no sólo no probó que tuvieran una incidencia directa y gravosa sobre la salud de las personas, sino que ello es competencia de las autoridades recurridas, y deben examinarse en la vía de la legalidad. Por lo demás, dado que se constató la inercia del Ministerio de Salud y el Ministerio de Educación en el cumplimiento de sus deberes, lo cual redundó en una violación al derecho a un ambiente sano y al derecho a la salud de los recurrentes, procede la estimatoria parcial de este recurso, con las consecuencias que se indican en la parte dispositiva de esta resolución. Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso únicamente por la tardanza en hacer cumplir la orden sanitaria por parte del Ministerio de Salud y el Ministerio de Educación. En consecuencia: 1) Conforme lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se previene a SONIA MARTA MORA ESCALANTE, en su calidad de Ministra de Educación Pública y MARIA ESTHER ANCHIA ANGULO, en su calidad de Viceministra de Salud, no volver a incurrir en los actos u omisiones que dieron mérito para acoger este recurso, bajo apercibimiento de cometer el delito sancionado en el artículo 71 de la citada ley de Jurisdicción Constitucional. 2) Ordena a SONIA MARTA MORA ESCALANTE, en su calidad de Ministra de Educación Pública y MARIA ESTHER ANCHIA ANGULO, en su calidad de Viceministra de Salud, o a quienes en su lugar ocupen dichos cargos, darle el debido seguimiento a los problemas de salud ocupacional que se presentan en el Edificio ROFAS, particularmente aquellos que puedan tener una incidencia directa en el derecho al ambiente y el derecho a la salud de las personas. 

	TRABAJO
	SE ADMITEN CASOS EN DONDE EL PATRONO, SE NIEGA A DAR DE BAJA A OFICIAL DE SEGURIDAD PRIVADA, EN EL SISTEMA CONTROL PAS DEL MINISTERIO DE SEGURIDAD, POR VIOLACIÓN AL DERECHO DE TRABAJO. 
CAMBIO DE CRITERIO.

Expediente:16-003174-0007-CO
Sentencia:007137-16,007209-16

Recurso de amparo contra la EMPRESA GFOURS, SOCIEDAD ANÓNIMA, y el MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA. Arguye el recurrente que es oficial de seguridad privada y desde el 20 de octubre de 2015 finalizó su contrato laboral con la empresa accionada. Sin embargo, esta se niega a darle de baja como oficial y a tramitar los cambios pertinentes en el sistema Control Pas del ministerio recurrido, por lo que, en dado caso, no podría laborar para otra empresa. En esta sentencia se cita el voto 008024-2004, sobre el derecho de trabajo, que señala el artículo 56 de la Constitución Política. Se cita un caso similar al planteado, analizado por sentencia 003805-16, en donde este Tribunal rechazó el recurso y, estableció que el recurrente debía acudir a la vía común, administrativa o jurisdiccional. No obstante, en este nuevo planteamiento, bajo una mejor ponderación, este Tribunal varía su criterio y, dispone admitir estos asuntos, al estimar que el hecho de que, en principio, la empresa recurrida haya omitido el reporte del cese laboral del promovente en el sistema aludido, violenta su derecho al trabajo, pues con ello se le imposibilitaba su contratación como oficial de seguridad en otra compañía. Ergo, al haberse solventado ya la situación, se declara con lugar el recurso, únicamente para efectos indemnizatorios. Empero, atinente al ministerio recurrido, se descarta la lesión alegada, toda vez que no consta siquiera gestión alguna del recurrente ante esta institución, informando sobre su conflicto laboral con la empresa. En consecuencia, en relación con el ente ministerial, se declara sin lugar el recurso. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en contra de la empresa recurrida. Se condena a la empresa GFOURS Sociedad Anónima al pago de las costas, daños y perjuicios ocasionados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo civil.



	TRABAJO
	REQUISITOS DE INGRESO AL ORGANISMO DE INVESTIGACION JUDICIAL

Expediente:16-005806-0007-CO
Sentencia:007339-16

Recurso de amparo contra el PODER JUDICIAL. Acusa el amparado que el recurrido le excluyó de la participación en la aplicación para un puesto policial del Organismo de Investigación Judicial. Lo anterior, debido a que en el 2005 tuvo participación en un proceso de violencia doméstica, lo que riñe con la conducta intachable que deben tener los funcionarios judiciales según la Ley Orgánica del Poder Judicial. Reclama que el proceso de violencia doméstica fue desistido al día siguiente, por lo que nunca fue reseñado, detenido, ni condenado por el mismo. Actualmente, el expediente se encuentra archivado y destruido. A pesar de esto y que han transcurrido más de 10 años, el caso se encuentra en las bases de datos del Poder Judicial, en el Sistema de Gestión y según se le ha informado la referida denuncia es perpetua y el asunto va a estar por siempre en dicho sistema, por lo que se le seguirá señalando como persona agresiva. Estima que lo anterior es violatorio de sus derechos fundamentales y su honorabilidad. Se declara sin lugar el recurso de amparo. En cuanto al agravio de que la autoridad recurrida no lo contrata, estése el recurrente al voto 2014-6774 de las once horas cuarenta y dos minutos del dieciséis de mayo de dos mil catorce. El Magistrado Rueda Leal salva el voto y declara con lugar el recurso con sus consecuencias. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN. 



	TRABAJO
	PRORROGA DE NOMBRAMIENTO INTERINO

Expediente:16-000720-0007-CO
Sentencia:007344-16

Recurso de amparo contra el JUEZ COORDINADOR DEL TRIBUNAL PENAL DE CARTAGO. Alega el recurrente que fue nombrado en diversas oportunidades en puestos de Coordinador Judicial III y Técnico Judicial III en el Tribunal Penal de Cartago, sede Turrialba, del 9 de enero de 2012 al 31 de diciembre de 2015, período en el cual, a falta de nombramiento, se desempeñó como meritorio a tiempo completo. Explica que en la sesión de Corte Plena No. 56-14 del 1o. de diciembre de 2014, artículo XXXII, se aprobó realizar un proyecto de rediseño en los Tribunales de Justicia del Circuito Judicial de Cartago, a través del cual, en el Tribunal Penal de Cartago, sede Turrialba, por ser dependiente, administrativamente, del Tribunal de Juicio de Cartago, se designaron 3 plazas de Juez IV, 4 plazas de Técnico Judicial III, 1 Técnico en la labor de trámite y 1 Técnico designado a la labor de juicio y ejecución de sentencia, plaza No. 44672, que le correspondía a él del 1o. de julio al 31 de diciembre de 2015. Comenta que el 4 de enero siguiente se presentó a laborar bajo el supuesto que se le prorrogaría el nombramiento, lo cual, por disposición del Juez Coordinador del Tribunal de Juicio de Cartago, no sucedió. Menciona que, en la fecha en cuestión, se nombró a otro funcionario, en condición interina, en el puesto que venía desempeñando, a raíz de una prórroga del 4 de enero al 8 de abril de 2016. Alega que es la única persona de ascendencia afro caribeña que no goza de estabilidad laboral, situación que estima discriminatoria. Se declara parcialmente con lugar el recurso solo en lo que respecta a la vulneración al derecho al debido proceso. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Jinesta Lobo, Hernández Gutiérrez y Campos Calvo salvan el voto y declaran sin lugar el recurso en todos sus extremos. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN. 



	TRABAJO
	PERMISOS LABORALES A MADRES PARA CUIDAR HIJOS ENFERMOS

Expediente:16-006165-0007-CO
Sentencia:007266-16

Recurso de amparo contra el Director de Recursos Humanos, el Jefe del Departamento de Estudios Económicos y Financieros y el Director Jurídico, todos de la Refinadora Costarricense de Petróleo S.A. (RECOPE S.A.). La recurrente alega que su hija, de 8 meses de edad, tiene síndrome de Down y un padecimiento grave, por lo que será sometida a una intervención quirúrgica a corazón abierto, con urgencia, programada entre el 18, 19 y 20 de mayo de 2016 en el Hospital Nacional de Niños, pero su patrono, RECOPE S.A., se negó a otorgarle un permiso laboral con goce de salario durante el término de dos meses, a pesar de que existe un criterio médico que justifica su presencia para acompañar a la bebe y brindarle los cuidados durante su internamiento previo y tratamiento post operación. En este caso, sobre los permisos laborales a madres para atender a hijos enfermos. Esta Sala, en reiterados pronunciamientos, ha tutelado el otorgamiento de permisos laborales para que madres atiendan y cuiden de sus hijos enfermos, a pesar de que no exista norma que así faculte a la Administración. Ello, atendiendo al interés superior de los menores, se citan los votos 011262-05, 012096-12, 003541-14, 002340-15. En el caso concreto, este Tribunal que en el caso que se analiza, se cumplen todos los supuestos señalados en el precedente transcrito, para que RECOPE concediera la licencia con goce de salario por el plazo solicitado por la recurrente, a saber, dos meses. Existe certificación médica del Hospital Nacional de Niños en la que consta el diagnóstico de la menor y que necesita la presencia de su madre durante el internamiento y el mes posoperatorio para su cuidado en el hogar. Por lo anterior, es evidente que resultaba indispensable para garantizar el éxito del tratamiento al que será sometida la menor, la presencia de su madre. No obstante, su patrono le concedió permiso con goce de salario por quince días, con fundamento en el numeral 32 de la Convención Colectiva. Se reitera que el deber de protección del Estado a la niñez, en especial a su salud, no puede ceder ante una interpretación administrativa de una norma de inferior rango, como para no considerar que en este caso específico y excepcional donde esté en juego la salud presente y futura de la niña, se hace necesario el otorgar el permiso por el tiempo requerido. Finalmente, la Sala aprecia que el plazo de la licencia, de dos meses, es razonable, en atención al tratamiento y condición de la menor. En esa tesitura, a juicio de este Tribunal, la negativa de la Dirección Jurídica de RECOPE a conceder la licencia por dos meses, alegando la inexistencia de normas que habilitaran a la Administración para ello, resulta violatoria del derecho a la salud de la menor amparada y del principio del interés superior de la niña, de acuerdo al precedente vinculante de esta Sala supracitado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Edgar Vargas Jiménez y a Mayid Brenes Calderón, en su condición de director de Recursos Humanos y director Jurídico, ambos de la Refinadora Costarricense de Petróleo S.A., o a quienes en su lugar ocupen esos cargos, que le otorguen, inmediatamente, a la recurrente una licencia con goce de salario hasta por un plazo de dos meses para que atienda a su menor hija. 



	TRABAJO
	DESPIDO DE FUNCIONARIA MUNICIPAL DE PUESTO A PLAZO FIJO

Expediente:16-005866-0007-CO
Sentencia:007229-16

Recurso de amparo contra la MUNICIPALIDAD DE ASERRÍ. La recurrente estima lesionados sus derechos fundamentales, por cuanto acusa haber sido despedida por la Municipalidad recurrida, a pesar de que aún no vencía su contrato de trabajo y sin debido proceso. Según quedó debidamente acreditado, la amparada ha prestado sus servicios a la Municipalidad recurrida desde el 2015 a plazo fijo. El último contrato por tiempo definido firmado por la tutelada con la Municipalidad de Aserrí, fue por un período del 1 de abril de 2016 al 31 de diciembre del mismo año, en el rubro de Servicios Especiales para el Proyecto de fortalecimiento de la participación ciudadana, con énfasis en la formación de la Contraloría de Servicios para la Municipalidad de Aserrí, a la orden de la Alcaldía. No obstante, de previo al vencimiento de dicho contrato, el Alcalde Municipal de Aserrí comunicó a la amparada la finalización de su contrato laboral a plazo fijo sin responsabilidad patronal a partir de ese día y le indicaron expresamente los motivos. Sobre este tipo de nombramientos y su cese previo al vencimiento, este Tribunal ha señalado (Sentencia 014231-07), que en consideración lo dispuesto en el artículo 118 del Código Municipal, el cual dispone que los servidores municipales interinos y el personal de confianza no están amparados por los derechos y beneficios de la carrera administrativa municipal, aun cuando desempeñen puestos comprendidos en ella. Dicha norma establece que los funcionarios interinos son aquellos nombrados para cubrir las ausencias temporales de los funcionarios permanentes, contratados por la partida de suplencias o por contratos para cubrir las necesidades temporales de plazo fijo u obra determinada y amparadas a los servicios de sueldos por servicios especiales o jornales ocasionales. En el caso concreto, de la acción de personal que prorrogó el último nombramiento del amparado se desprende que el mismo regía hasta el treinta de junio de dos mil siete, por lo que el alegato concreto del recurrente de que se le cesó sin que se le concediera un debido proceso, no es de recibo, toda vez que el puesto que venía ocupando no está comprendido dentro de la carrera administrativa municipal y, en consecuencia, al tratarse de un puesto interino, no acarrea la estabilidad en el mismo. Por lo anterior, no estima esta Sala que con el cese del recurrente se haya producido la violación alegada, lo cual se refuerza con el hecho que se le cancelaron las respectivas prestaciones laborales. Se declara SIN LUGAR el recurso.



	TRABAJO
	INTERINO POR INTERINO EN MUNICIPALIDAD DE ASERRI

Expediente:16-005776-0007-CO
Sentencia:007220-16

Recurso de amparo contra la MUNICIPALIDAD DE ASERRÍ. La recurrente estima violentada su estabilidad laboral impropia por cuanto fue cesada de su puesto en la Municipalidad de Aserrí para nombrar en su lugar a otro funcionario interino. Sobre el derecho a la estabilidad laboral, se citan los votos 000867-91, 007650-07, 12053-15 y 004304-15. En el caso concreto, se tiene por acreditado que, el 26 de enero de 2015, con ocasión de la incapacidad de la propietaria de la plaza, la tutelada fue nombrada interinamente como administradora del cementerio municipal de Aserrí; puesto en el que laboró ininterrumpidamente hasta el 29 de abril del 2016, cuando fue cesada. Asimismo, se verifica que en sustitución de la recurrente -y dado que la funcionaria titular continuaba incapacitada- se nombró en el puesto a otro funcionario, interino de menor categoría. Señala la Sala que el cese de un interino se justifica cuando la plaza pasa a ser ocupada por un funcionario propietario, o bien, en supuestos de excepción, como cuando es nombrado por inopia -no reuniendo los requisitos del puesto- y posteriormente se le sustituye por otro interino más idóneo. Sin embargo, este no es el caso del sub exámine, ya que se tiene por acreditado que la recurrente fue sustituida por otro funcionario interino de menor categoría. La autoridad accionada alega que el cese de la accionante está justificado en el tanto su contrato laboral era a plazo fijo, de manera que se decidió no prorrogar más su nombramiento. Empero, de los elementos que constan en autos se verifica que a) la recurrente venía laborando ininterrumpidamente en el mismo puesto desde el 26 de enero de 2015; b) el motivo del nombramiento de la tutelada sigue vigente, pues la funcionaria propietaria de la plaza continúa incapacitada; c) la plaza de administrador del cementerio municipal persiste, prueba de ello es que después de cesar a la recurrente, fue nombrado en el cargo otro funcionario. En mérito de las consideraciones esgrimidas, constata esta Sala que la actuación de la autoridad recurrida vulneró la estabilidad laboral impropia que ampara a la tutelada. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Oldemar García Segura y Johanna Corrales Sibaja, respectivamente, Alcalde y Gestora de Recursos Humanos, ambos de la Municipalidad de Aserrí, o a quienes ejerzan esos cargos, realizar dentro del ámbito de sus competencias todas las actuaciones pertinentes y necesarias a fin de restituir de manera inmediata a la recurrente en el pleno goce de sus derechos fundamentales como funcionaria interina en el puesto de administradora del cementerio de la Municipalidad de Aserrí. 


	· Sentencias de control de constitucionalidad emitidas en el mes de mayo



	AMBIENTE
	DECLARATORIA DE INTERÉS NACIONAL DEL PROYECTO HIDROELÉCTRICO EN LA CUENCA DEL RIO ZAPOTE

Expediente:16-005382-0007-CO
Sentencia:005942-16 

Acción de inconstitucionalidad contra el decreto del mayo del 2013 del MINAE, en cuanto a la “declaratoria de interés nacional el proyecto hidroeléctrico en la cuenca del río Zapote”. Alega que no se dio debido proceso. En este caso, la parte actora omite argumentar o explicar, de manera amplia y suficiente, las razones por las cuales considera inconstitucional dicha normativa. A pesar de que se podría prevenir al actor, en el sentido que acredite o subsane el cumplimiento de los requisitos previamente indicados, en el caso concreto, dicho trámite se considera ocioso, no solo porque supone volver a elaborar la acción, sino también, porque el artículo 9, párrafo 1º, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional faculta a la Sala para rechazar de plano cualquier gestión “manifiestamente improcedente o infundada”, como ocurre en el presente caso. De ahí que la presente acción de inconstitucionalidad es inadmisible y, por ende, lo que procede es su rechazo. Se rechaza de plano la acción.  Los Magistrados Rueda Leal y Hernández Gutiérrez salvan el voto y ordenan efectuar la prevención del artículo 80 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional.



	COMERCIO
	PUBLICIDAD DEL ALCOHOL

Expediente:13-011134-0007-CO                                 Sentencia:007123-16

Acción de inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo 37739-S. Reglamento sobre Regulación y Control de la publicidad comercial relacionada con la comercialización de bebidas con contenido alcohólico y el artículo 12 párrafo primero de la Ley de Regulación y Comercialización de Bebidas con Contenido Alcohólico. Ley No. 9047.

Las normas se impugnan en cuanto debilitan sensiblemente el régimen de control de la publicidad comercial relacionada con la comercialización de bebidas de contenido alcohólico, todo ello en detrimento del principio del interés superior del menor.  Se declara con lugar la acción solo respecto de la alegada inconstitucionalidad de los artículos 5 y 19 inciso e) del Decreto Ejecutivo No. 37739-S, "Reglamento sobre Regulación y Control de la Publicidad Comercial relacionada con la Comercialización de Bebidas con Contenido Alcohólico". En consecuencia, del numeral 19 inciso e) se anula únicamente la frase "de forma denigrante", en lo demás se mantiene incólume. En relación con el ordinal 5, se declaran inconstitucionales las frases "cinco" y "un representante de la UCCAEP y otro de las agencias publicitarias". Se confiere un plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, al Poder Ejecutivo, en la figura del Presidente de la República y el Ministro de Salud, para que modifique el numeral 5 conforme a los términos expuestos en esta sentencia; en el ínterin, el representante de la UCCAEP y el de las agencias publicitarias podrán participar SIN DERECHO A VOTO en la Comisión para la Regulación y Control de la Publicidad Comercial de las Bebidas con Contenido Alcohólico. De conformidad con el ordinal 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, esta sentencia es declarativa y retroactiva a la fecha de vigencia de las normas citadas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. En todo lo restante, se declara sin lugar la acción. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. El Magistrado Jinesta salva el voto y declara sin lugar la acción en todos sus extremos. Los Magistrados Cruz Castro, Castillo Víquez y Rueda Leal ponen notas separadas. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.     


	COMERCIO
	IDENTIFICACIÓN DE PRODUCTOS AGROPECUARIOS QUE SE CONSUMEN EN COSTA RICA

Expediente: 14-012125-0007-CO

Sentencia: 006728-16

Acción de inconstitucionalidad promovida por ASOCIACION CAMARA DE COMERCIO DE COSTA RICA, ASOCIACION CONSUMIDORES DE COSTA RICA, CONCORI, ASOCIACION NACIONAL DE CONSUMIDORES LIBRES, JUNTA NACIONAL DE FERIAS DEL AGRICULTOR contra la ley No. 9098 publicada a La Gaceta No. 29 del 11 febrero de 2013, en el Alcance No.28, mediante el cual reforma el inciso b) del artículo 34 de la Ley No. 7472, que es Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: 1) La disposición transcrita e impugnada en esta acción de inconstitucionalidad, es la que corresponde a la reforma operada por Ley No. 9098 (resaltada en negrita en el texto), la que adiciona obligaciones para los productores y comerciantes. Pero, como se expresará más abajo, algunas de estas ya se encontraban dispuestas en el ordenamiento jurídico, otras, que sí son innovaciones, son las que precisamente se acusan de contradecir los principios de supremacía constitucional y de eficacia directa. De esta forma, lo que procede es su análisis como lo solicitan los accionantes. Análisis de los artículos 46 y 50 de la Constitución Política. El Tribunal tiene claro que el equilibrio de estos dos derechos fundamentales, es esencial para proteger los titulares de ambos derechos: de cara a los consumidores, las medidas –por ejemplo- deben suponer la garantía de recibir la información más completa posible sobre el producto, que sean remedios a la falta de información, especialmente si es inadecuada y pone en peligro la salud o el medio ambiente, o simplemente no cumpla con las exigencias de calidad. Por otra parte, un aumento de medidas que hagan más estrictos los controles, son razonables a pesar de la oposición de los productores o comerciantes aunque implique una carga sobre la actividad, siempre y cuando se demuestra o al menos constate que las medidas que se implementan se traducen en el cumplimiento de objetivos constitucionales y de comercio internacional legítimos, no contrarios a la razonabilidad y de proporcionalidad.2) La acción de inconstitucionalidad es admisible toda vez que los entes corporativos accionantes reclaman la afectación de los derechos constitucionales de muchos de sus diferentes agremiados, reclamos que deben ser analizados por esta Sala según el razonamiento expuesto por sentencia No. 2013-11499 de las dieciséis horas cero minutos del veintiocho de agosto de dos mil trece. 3)  La influencia del Derecho internacional en el Derecho nacional. 4) Sobre la supremacía del Derecho Comunitario. 5) La armonización de un reglamento Centroamericano sobre las leyes nacionales, sus implicaciones. 6) Sobre el Reglamento Centroamericano sobre Medidas y Procedimientos Sanitarios y Fitosanitarias. 7) El acceso a los mercados como un factor de la libertad de comercio. 8) La legislación impugnada regula en forma abstracta e indiscriminada los productos agropecuarios. El punto que esta Sala Constitucional debe determinar, es si existen otros criterios u objetivos legítimos admitidos a nivel constitucional e internacional, como formas legítimas para regular el comercio. La reforma reitera lo ya regulado en la Ley de Salud sobre el origen del producto, la fecha de caducidad y sustancias adicionadas a los productos, y con ello se consigna información relevante para el consumidor. De igual forma hay otras disposiciones en la Ley General del Servicio Nacional de Salud Animal que regulan aspectos que la reforma aborda de manera genérica, lo que parece ser inusual. En el criterio de la Sala, la legislación tal cual está aprobada podría juzgarse como limitativa de este Derecho constitucional y, efectivamente, crearía una barrera al comercio por el fuero de atracción que ejerce sobre la totalidad de los productos, agrícolas y pecuarios, imaginables e inimaginables, nacionales e importados, aunque busque promover que la información de esos bienes sea inocua, auténtica y veracidad. 9) Análisis de proporcionalidad y razonabilidad de la norma, aplicación de los instrumentos internacionales. Este Tribunal sostiene que una interpretación apegada a la literalidad de la norma conduce al choque de varios principios de relevancia constitucional, por lo que no pasaría el test de razonabilidad. La reforma no sería adecuada para regular la materia en cuestión, tiene como consecuencia que suprimiría lo elemental del producto, cuando le impone al productor y comerciante el deber de señalar la fecha de producción o procesamiento independientemente que sea derivado de la naturaleza o con los métodos de preservación de alimentos, en tanto le dan mejores características para su comercialización. 

Para la Sala es claro que la ley reformada debe interpretarse de modo que no produzca un efecto indeseable en el productor y comerciante, que afectaría el contenido esencial de acceso a los mercados, lo que significa que, de conformidad con los artículos 7 y 46 de la Constitución Política, así como el evidente entorno que orienta el comercio internacional, entre ellos, el Codex Alimentarius, resultaría inconstitucional e incompatible con el Derecho internacional vigente sobre el comercio. 10) Comercio internacional – Acuerdo sobre la Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias (Acuerdo MSF) de la OMC y el Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio (OTC). En el caso que nos ocupa, no hay una evaluación del riesgo que demuestre que someter a una misma medida legislativa a todos los productos agropecuarios responde a un nivel adecuado de protección o que hay antecedentes que revelan un nivel de engaño del comerciante hacia el consumidor, hechos que justifiquen la intervención del Estado, muy por el contrario, la legislación sí se excedió en la regulación, so pretexto de beneficiar al consumidor; resulta inadmisible a la luz de los principios de razonabilidad y proporcionalidad; la normativa es imprecisa para establecer con claridad el propósito, los objetivos y las especificaciones de la rastreabilidad/rastreo de todos los productos agrícolas. 11) Sobre el principio de reserva de ley y la reglamentación técnica del ente certificador. 12) Conclusión. Se declara con lugar la acción, se anula por inconstitucional la reforma introducida al inciso b) del artículo 34 de la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, por Ley No. 9098 de 30 de octubre de 2012, únicamente en cuanto a la frase: “así como la fecha de producción o procesamiento en el país de origen” a los productos agropecuarios. En lo demás, se interprete que la reforma introducida al inciso b) del artículo 34 de la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, el término que se utiliza de “trazabilidad” referido en la norma, no pretende abarcar todas las cadenas de producción o procesamiento del producto agropecuario, salvo el caso de los productos agropecuarios que están regulados en leyes especiales, dados los problemas que trae su indefinición como también su contenido abstracto, de lo contrario si se constituiría en una barrera irrazonable al comercio, y, al regular todo por igual, rozaría con los criterios de logicidad, pues al hacerlo en forma abstracta, indiscriminada y general para todos los productos agropecuarios impondría la obligación de reflejar el historial de todo producto, fruto o legumbre a partir de su lugar de origen. 13) Se declara con lugar la acción, se anula por inconstitucional la reforma introducida al inciso b) del artículo 34 de la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, por Ley No. 9098 de 30 de octubre de 2012, únicamente en cuanto a la frase: “así como la fecha de producción o procesamiento en el país de origen”. Se interpreta que la indefinición del término que se utiliza de “trazabilidad” referido en la norma, no abarca todas las cadenas de producción o procesamiento del producto agropecuario, salvo el caso de los productos que están regulados por leyes especiales. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.



	COMERCIO
	SANCIONES POR INFORMACIÓN INCOMPLETA A CONSUMIDORES

Expediente:15-004280-0007-CO
Sentencia:007124-16

Por disposición del pleno de la Sala, se da curso a la acción de inconstitucionalidad contra los artículos 34 inciso b) y 57 inciso b) de la Ley 7472, Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, por estimarlos contrarios a los principios de razonabilidad y proporcionalidad constitucionales.  Las normas se impugnan en cuanto el accionante considera que la aplicación literal de lo dispuesto en el inciso b) del artículo 34 y el inciso b) del artículo 57, ambos de la ley 7472 violan el principio contenido en el artículo 8 de la Declaración sobre los Derechos del Hombre y del Ciudadano, el cual indica que la ley no debe imponer otras penas que aquellas que son estricta y evidentemente necesarias, y nadie puede ser castigado sino en virtud de una ley promulgada con anterioridad a la ofensa y legalmente aplicada. Además, la aplicación de las normas impugnadas produce una evidente desproporción entre la sanción impuesta por la Comisión Nacional del Consumidor para el caso concreto y cualquier otro criterio con el cual se pretenda correlacionar el mismo, ya sea el monto del servicio funerario prestado y no cancelado por el denunciante por la suma de ochocientos cincuenta y cuatro mil seiscientos cuarenta y un colones, o bien con el monto del eventual perjuicio económico que pudo haber afectado al denunciante y que se limitaba a la suma de ciento cuarenta mil colones. A juicio del accionante la inconstitucionalidad está en que los límites inferiores de las sanciones resultan desproporcionadamente altos y no permiten a la administración valorar de forma razonable y proporcional para la sanción los criterios de riesgo para la salud, seguridad, gravedad del incumplimiento de estándares de calidad, ni cuantía del beneficio obtenido, grado de intencionalidad, gravedad del daño o reincidencia del infractor. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad. Los Magistrados Jinesta Lobo y Hernández Gutiérrez dan razones diferentes. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE



	CONTENCIOSO
	JURISPRUDENCIA DE LA SALA PRIMERA. CASACIÓN EN COSTAS

Expediente:16-004987-0007-CO
Sentencia:005925-16

Acción de inconstitucionalidad contra jurisprudencia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, en el sentido de que las resoluciones mediante las cuales se tasan costas, no revisten naturaleza jurídica de una sentencia, por lo que se declara inadmisible el recurso de casación, sólo el de apelación, que se debe discutir ante el Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso Administrativo. (Sentencias 993-06, 707-08, 510-10, 2014-14). En este caso, fácilmente, se aprecia que, en la actualidad, la resolución del recurso de casación que dice haber incoado el actor el 12 de abril de 2016, y sobre cuya admisibilidad es contraria la Jurisprudencia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, ya no reviste ningún interés y, por ese motivo, lo procedente es el rechazo de plano de este asunto. Queda de manifiesto que el asunto base que da sustento a esta acción ya no existe, justamente, al haberse anulado la decisión que condena a la empresa, por concepto de costas personales, ni constituye la presente impugnación un medio razonable de amparar el derecho o interés que el actor estima vulnerado. Por consiguiente, no es admisible la presente acción de inconstitucionalidad y así debe declararse. Se rechaza de plano la acción. 


	EDUCACION 
	NOTA MININA EN EL SISTEMA DE ESTUDIOS DE POSGRADO DE LA UNIVERSIDAD DE COSTA RICA

Expediente:16-004641-0007-CO
Sentencia:005915-16


Acción de inconstitucionalidad por omisión contra el artículo 51 del Reglamento del Sistema de Estudios de Posgrado de la Universidad de Costa Rica. La accionante impugna el artículo 51 del Reglamento del Sistema de Estudios de Posgrado de la Universidad de Costa Rica. Considera que la norma es inconstitucional en razón de la omisión en no indicar los supuestos que permiten al Comité Asesor recomendar un estudiante para que se mantenga dentro del programa, a prueba, lo que infringe el Derecho de la Constitución. En este caso, sobre la inconstitucionalidad por omisión, se indica que, tal y como lo ha indicado la Sala, no toda omisión normativa puede ser objeto de impugnación ante la jurisdicción constitucional. En el caso de las leyes y otras disposiciones de alcance general, este Tribunal ha reiterado -sentencias: 2002-04394, 2005-05649, 2012-014167 y 2015-017330), que las omisiones que pueden impugnarse en esta sede son solo aquellas que se producen al ser confrontadas con un deber u obligación prevista directa y expresamente en el Derecho de la Constitución o cuando se trate de una norma implícita que conlleva una discriminación contra un sujeto. En este caso, la Sala aprecia que no hay ninguna norma en la Constitución Política que obligue a darle al artículo 51 cuestionado un contenido como el pretendido por la accionante (incluir todos y cada uno de los supuestos que permiten al Comité Asesor recomendar que un estudiante se mantenga dentro del programa) ni tal omisión lesiona ningún derecho fundamental. La norma no es omisa, sino que contiene una expresión genérica al disponer que, en “casos debidamente justificados”, el Comité Asesor podrá recomendar a la Comisión de Estudios de Posgrado que se dé al estudiante una oportunidad más y se le mantenga dentro del Programa, en prueba, durante el ciclo siguiente, por lo que queda a criterio del operador jurídico determinar qué casos pueden dar lugar a una recomendación para mantener a un estudiante en el SEP. Si bien eso supone una decisión discrecional de la autoridad, esto no es per se inconstitucional. Eso, así como los otros reclamos de la accionante, constituyen aspectos que no procede dilucidar mediante una acción de inconstitucionalidad. En este mismo sentido, al resolver la acción de inconstitucionalidad No. 15-014687-0007-CO, interpuesta en contra de la misma disposición normativa y con similares alegatos a los expuestos en la presente acción, esta Sala, por sentencia No. 2015-018918, esta Sala se pronunció en el mismo sentido. Se rechaza por el fondo la acción.


	EDUCACION 
	NOTA MININA EN EL SISTEMA DE ESTUDIOS DE POSGRADO DE LA UNIVERSIDAD DE COSTA RICA

Expediente:16-004806-0007-CO
Sentencia:005919-16 

Acción de inconstitucionalidad por omisión contra el artículo 51 del Reglamento del Sistema de Estudios de Posgrado de la Universidad de Costa Rica. La accionante impugna el artículo 51 del Reglamento del Sistema de Estudios de Posgrado de la Universidad de Costa Rica. Considera que la norma es inconstitucional en razón de la omisión en no indicar los supuestos que permiten al Comité Asesor recomendar un estudiante para que se mantenga dentro del programa, a prueba, lo que infringe el Derecho de la Constitución. En este caso, sobre la inconstitucionalidad por omisión, se indica que, tal y como lo ha indicado la Sala, no toda omisión normativa puede ser objeto de impugnación ante la jurisdicción constitucional. En el caso de las leyes y otras disposiciones de alcance general, este Tribunal ha reiterado -sentencias: 2002-04394, 2005-05649, 2012-014167 y 2015-017330), que las omisiones que pueden impugnarse en esta sede son solo aquellas que se producen al ser confrontadas con un deber u obligación prevista directa y expresamente en el Derecho de la Constitución o cuando se trate de una norma implícita que conlleva una discriminación contra un sujeto. En este caso, la Sala aprecia que no hay ninguna norma en la Constitución Política que obligue a darle al artículo 51 cuestionado un contenido como el pretendido por la accionante (incluir todos y cada uno de los supuestos que permiten al Comité Asesor recomendar que un estudiante se mantenga dentro del programa) ni tal omisión lesiona ningún derecho fundamental. La norma no es omisa, sino que contiene una expresión genérica al disponer que, en “casos debidamente justificados”, el Comité Asesor podrá recomendar a la Comisión de Estudios de Posgrado que se dé al estudiante una oportunidad más y se le mantenga dentro del Programa, en prueba, durante el ciclo siguiente, por lo que queda a criterio del operador jurídico determinar qué casos pueden dar lugar a una recomendación para mantener a un estudiante en el SEP. Si bien eso supone una decisión discrecional de la autoridad, esto no es per se inconstitucional. Eso, así como los otros reclamos de la accionante, constituyen aspectos que no procede dilucidar mediante una acción de inconstitucionalidad. En este mismo sentido, al resolver la acción de inconstitucionalidad No. 15-014687-0007-CO, interpuesta en contra de la misma disposición normativa y con similares alegatos a los expuestos en la presente acción, esta Sala, por sentencia No. 2015-018918, esta Sala se pronunció en el mismo sentido. Se rechaza por el fondo la acción.


	EDUCACION 
	NOTA MINIMA EN EL SISTEMA DE ESTUDIOS DE POSGRADO DE LA UNIVERSIDAD DE COSTA RICA

Expediente:16-004907-0007-CO
Sentencia:005923-16


Acción de inconstitucionalidad por omisión contra el artículo 51 del Reglamento del Sistema de Estudios de Posgrado de la Universidad de Costa Rica. La accionante impugna el artículo 51 del Reglamento del Sistema de Estudios de Posgrado de la Universidad de Costa Rica. Considera que la norma es inconstitucional en razón de la omisión en no indicar los supuestos que permiten al Comité Asesor recomendar un estudiante para que se mantenga dentro del programa, a prueba, lo que infringe el Derecho de la Constitución. En este caso, sobre la inconstitucionalidad por omisión, se indica que, tal y como lo ha indicado la Sala, no toda omisión normativa puede ser objeto de impugnación ante la jurisdicción constitucional. En el caso de las leyes y otras disposiciones de alcance general, este Tribunal ha reiterado -sentencias: 2002-04394, 2005-05649, 2012-014167 y 2015-017330), que las omisiones que pueden impugnarse en esta sede son solo aquellas que se producen al ser confrontadas con un deber u obligación prevista directa y expresamente en el Derecho de la Constitución o cuando se trate de una norma implícita que conlleva una discriminación contra un sujeto. En este caso, la Sala aprecia que no hay ninguna norma en la Constitución Política que obligue a darle al artículo 51 cuestionado un contenido como el pretendido por la accionante (incluir todos y cada uno de los supuestos que permiten al Comité Asesor recomendar que un estudiante se mantenga dentro del programa) ni tal omisión lesiona ningún derecho fundamental. La norma no es omisa, sino que contiene una expresión genérica al disponer que, en “casos debidamente justificados”, el Comité Asesor podrá recomendar a la Comisión de Estudios de Posgrado que se dé al estudiante una oportunidad más y se le mantenga dentro del Programa, en prueba, durante el ciclo siguiente, por lo que queda a criterio del operador jurídico determinar qué casos pueden dar lugar a una recomendación para mantener a un estudiante en el SEP. Si bien eso supone una decisión discrecional de la autoridad, esto no es per se inconstitucional. Eso, así como los otros reclamos de la accionante, constituyen aspectos que no procede dilucidar mediante una acción de inconstitucionalidad. En este mismo sentido, al resolver la acción de inconstitucionalidad No. 15-014687-0007-CO, interpuesta en contra de la misma disposición normativa y con similares alegatos a los expuestos en la presente acción, esta Sala, por sentencia No. 2015-018918, esta Sala se pronunció en el mismo sentido. Se rechaza por el fondo la acción.

	ELECTORAL
	ESCRUTINIO DEFINITIVO DE VOTOS. CASOS EN LOS QUE SE REALIZA

Expediente:16-002895-0007-CO
Sentencia:005909-16

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 36 del Reglamento para el Ejercicio del Sufragio en la Elección Municipal del 07/02/2016. Decreto No. 18-2015. Publicado en La Gaceta No. 154 del 10 de agosto del 2015, emitido por el Tribunal Supremo de Elección y contra el artículo 197 del Código Electoral. Se acusa que la norma impugnada, establece que el escrutinio definitivo de los votos, ser hará en casos excepcionales. En el caso concreto, se solicita que se anule la norma y se ordene al TSE que realice el recuento de los votos emitidos en las juntas receptoras de votos del cantón de Curridabat, únicamente para la elección de regidores y que, con base en los datos obtenidos en ese escrutinio, se haga la declaratoria que corresponda. Como se desprende de las propias manifestaciones del actor, lo que cuestiona, en el fondo, en esta acción, es el resultado de las elecciones municipales para regidores del cantón de Curridabat del 2016; incluso solicitando el recuento en determinadas juntas receptoras de votos. La Sala aprecia que, al pretender cuestionar un resultado electoral, como el recién indicado, la acción resulta inadmisible. El artículo 10 de la Constitución Política dispone, en lo que interesa, que “No serán impugnables en esta vía [de acción de inconstitucionalidad] los actos jurisdiccionales del Poder Judicial, la declaratoria de elección que haga el Tribunal Supremo de Elecciones y los demás que determine la ley”. La Sala no puede incidir en un resultado electoral -declaratoria de elección de regidores del cantón de Curridabat para el período 2016-2020-, que escapa al control de constitucionalidad; en consecuencia, lo procedente es el rechazo de plano de la acción.


	LEY 
	CONSULTA SOBRE EL FORTALECIMIENTO DE INCOFER

Expediente:16-005374-0007-CO
Sentencia:007360-16

Consulta legislativa facultativa de constitucionalidad respecto a la aprobación del proyecto de ley “Fortalecimiento del Instituto Costarricense de Ferrocarriles (Incofer) y Promoción del Tren Eléctrico Interurbano de La Gran Área Metropolitana” expediente legislativo No. 18252. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: 1) Creación de un régimen de contratación. Al respecto, estima este Tribunal Constitucional, que la utilización de un régimen especial de contratación administrativa no resulta contrario al Derecho de la Constitución. 2) Sobre la ampliación del marco competencial del Incofer. No observa este Tribunal que el texto propuesto sea inconstitucional, pues, la intención del legislador es autorizar de forma previa al Incofer de manera que pueda negociar, contratar y ejecutar, de manera autónoma, endeudamientos internos y externos de mediano y largo plazos hasta un nivel de endeudamiento máximo del cuarenta por ciento (40%) en relación con sus activos totales. Esa autorización está dentro de márgenes de razonabilidad y proporcionalidad. por motivos de eficiencia y celeridad puede el parlamento dar una autorización previa, lo cual, es una posibilidad que no conculca las exigencias de la norma constitucional. 3) Autorización genérica para enajenar bienes inmuebles. Siempre en el entendido de que la autorización pretendida en el proyecto plantea la posibilidad legal de traspasar inmuebles del Estado a favor del Incofer, estos no podrán, bajo ningún supuesto, tratarse de aquellos bienes que el constituyente consideró que no podrían dejar de ser bienes del dominio público pues de lo contrario, se trataría de un acto contrario al Derecho de la Constitución. Además, debe recalcarse, que los bienes cuyo traspaso se autoriza, quedarían siempre dentro del dominio público, porque Incofer es una institución pública. De esta manera, los bienes donados por parte de otras instituciones al Incofer, no sólo continuarían afectados a la utilidad común y satisfacer el servicio público, en razón de los fines que deben de cumplir, sino que, estarían afectados por lo preceptuado en el texto constitucional no siendo posible su afectación o traslado de dominio debido a su nueva naturaleza y utilidad pública, afectados al servicio de la colectividad. Bajo el anterior supuesto, se evacúa la consulta en lo que respecta a este artículo y se estima que no tienen roces de fondo con la constitución. 4) Se evacua la consulta facultativa formulada, en el sentido de que las normas consultadas (arts. 3 inciso a) y ch), 16 inciso ch) y 39)) del proyecto de ley Fortalecimiento del Instituto Costarricense de Ferrocarriles (Incofer) y Promoción del Tren Eléctrico Interurbano de La Gran Área Metropolitana expediente legislativo No. 18252, no presentan vicios de constitucionalidad en cuanto al fondo. Los Magistrados Jinesta Lobo, Hernández Gutiérrez y, la Magistrada Hernández López ponen nota. El Magistrado Rueda Leal da razones particulares.



	MUNICIPALIDAD
	LEY DE LICENCIAS PARA ACTIVIDADES LUCRATIVAS Y NO LUCRATIVAS DEL CANTÓN DE ESCAZÚ. COBRO A CONCESIONARIOS.

Expediente:15-015989-0007-CO
Sentencia:006731-16

Acción de inconstitucionalidad planteada por los apoderados generalísimos sin límite de suma de la empresa Autopistas del Sol, contra el artículo 3 inciso d) de la Ley de Licencias para Actividades Lucrativas y No Lucrativas del Cantón de Escazú, Ley No. 8988. Consideran los accionantes, que dicha norma infringe lo dispuesto en el artículo 121 inciso 14) y 169 de la Constitución Política. Explican que la sociedad que representan es concesionaria del Contrato de Concesión de la Carretera San José-Caldera. Con base en la normativa que se impugna la Municipalidad de Escazú pretende gravar el servicio público concesionado por el Estado como una actividad lucrativa sujeta al impuesto de patentes, esquivando el análisis de la naturaleza del bien objeto de la concesión (en violación del art.121.14 constitucional) y la limitación de la competencia municipal a la esfera de lo local (art.169 constitucional). En esta sentencia se analizan los siguientes temas: 1) Resulta claro que los actores ostentan legitimación suficiente para demandar la inconstitucionalidad de la norma impugnada, en virtud de tener un proceso previo pendiente, que, además, es medio razonable para amparar el derecho que consideran lesionado. Finalmente, se trata en efecto, de materia cuya constitucionalidad procede revisar en esta vía, y el actor, cumplió los requisitos estipulados en los numerales 78 y 79 de la Ley de rito. 2) Sobre la distinción entre licencia y patente, y el cobro de patente en la Ley impugnada.  La licencia es un permiso para desarrollar una determinada actividad y la patente es un impuesto por el desarrollo de dicha actividad. 3) Sobre la constitucionalidad de la norma impugnada.  Para esta Sala el accionante no lleva razón, y la norma impugnada, no resulta inconstitucional, con fundamento en las siguientes razones: a) En primer lugar, la concesión no exime per se del pago de impuestos. B) En segundo lugar, la concesión por un lado y el cobro de impuestos municipales por la actividad lucrativa son dos actos administrativos distintos. C) En tercer lugar, el cobro de la patente municipal no significa injerencia del gobierno local en lo nacional. D) En cuarto lugar, no existe derecho a la intangibilidad del derecho. El hecho de que la administración otorgue la concesión en un bien de dominio público no enerva el hecho de que la actividad que desarrolla la empresa concesionaria sea una actividad lucrativa. Finalmente, sobre el alegato de que la Municipalidad había firmado un convenio donde renunciaba al cobro futuro de cualquier impuesto de patente, no sólo la Municipalidad no tiene competencia para renunciar a un hecho futuro, derivado de una ley posterior, sino que, ese acto de renuncia nunca puede interpretarse que está por encima de lo que disponga una ley posterior. Así que no se tiene en este caso violación alguna al principio de seguridad jurídica. 4) Conclusión.  La concesión no exime per se del pago de impuestos, la concesión y el pago de impuestos municipales por la actividad lucrativa son dos actos distintos, el cobro de la patente municipal no significa injerencia del gobierno local en lo nacional, y no existe derecho a la intangibilidad del derecho. 5) Se declara SIN lugar la acción.



	MUNICIPALIDAD
	REGLAMENTO DE COBRO POR OMISIONES DE LOS DEBERES DE LOS PROPIETARIOS DE BIENES INMUEBLES DEL CANTÓN DE SAN PABLO DE HEREDIA

Expediente:16-006119-0007-CO
Sentencia:006778-16


Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 10 del Reglamento para el Procedimiento y Tarifas a cobrar por omisiones de los deberes de los propietarios de bienes inmuebles del cantón de San Pablo de Heredia, publicado en La Gaceta No. 48 del 10 de marzo del 2014. Se cuestiona el cobro de 1750 colones por metro cuadrado, más el 50% por multa por la obra o servicio. Considera que el monto es desproporcionado. En este caso, la parte actora no fundamenta las razones por las cuales considera que el artículo impugnado es inconstitucional y tampoco canceló el timbre correspondiente al Colegio de Abogados.  Asimismo, en este caso, resultaría ocioso solicitar la subsanación de los errores formales que contiene la acción, pues esta no cumple ninguno de los requisitos establecidos en la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Prevenir el cumplimiento de tales requisitos sería improcedente en esas circunstancias, por cuanto ello equivaldría a formular nuevamente la acción. Se rechaza de plano la acción. Los Magistrados Hernández López y Hernández Gutiérrez salvan el voto.


	PENAL
	SE CUESTIONA MONTO DE LA PENA DE PRISIÓN POR EL TRÁFICIO DE MIGRANTES

Expediente:16-005949-0007-CO
Sentencia:006770-16

Consulta Judicial referente al artículo 259 de la Ley contra la Trata de Personas. No. 9095. Publicada en la Gaceta del 08/02/2013. La norma regula el tráfico de migrantes, la cual impone una pena de prisión de 4 a 8 años, que consideran los jueces consultantes, irracional y desproporcionada por la conducta que regula, al ser severa y única. Concluye esta Sala que la consulta planteada resulta inadmisible, con sustento en las razones que se exponen a continuación. En primer término, debe observarse que los mencionados Jueces omitieron formular la presente consulta conforme lo dispuesto en el ordinal 104 de la Ley de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. En ese particular, los Jueces consultantes omitieron plantear la consulta a través del dictado de una resolución y emplazar a las partes a fin que se manifestaran dentro del tercer día, hicieran valer sus derechos y, concomitantemente, expusieran su posición respecto de la norma consultada. Asimismo, no se dispuso la suspensión de la tramitación del presunto proceso penal hasta tanto la Sala Constitucional se pronunciara. En ese mismo sentido, los consultantes no remitieron a este Tribunal el expediente donde, según su dicho, se está tramitando el proceso penal, el cual, a su vez –conforme lo dispuesto en el ordinal 102, párrafo primero, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. De otra parte, merece destacar que los citados Jueces del Tribunal de Flagrancia del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur omitieron señalar, con precisión y claridad, la norma sobre la cual poseen dudas de constitucionalidad. Con fundamento en lo anterior y vistas las omisiones e imprecisiones apuntadas, la consulta deviene en inadmisible.



	PENSION
	CALCULO DE COSTA DE VIDA EN PENSIONES

Expediente:16-006013-0007-CO
Sentencia:006773-16

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 85, 95 y 105 de la Ley No. 7531. Se cuestionan los cálculos de costa de vida en una pensión concreta y la falta de resolución de la misma.  En este caso, la parte actora no cumple los requisitos mínimos, establecidos en la Ley de la Jurisdicción Constitucional.  Asimismo, en este caso, resultaría ocioso solicitar la subsanación de los errores formales que contiene la acción. Prevenir el cumplimiento de tales requisitos sería improcedente en esas circunstancias, por cuanto ello equivaldría a formular nuevamente la acción. Se rechaza de plano la acción. Los Magistrados Hernández López y Hernández Gutiérrez salvan el voto.



	PENSIONES ALIMENTARIAS
	SE CUESTIONA EL APREMIO POR PENSIONES ALIMENTARIAS

Expediente:16-005854-0007-CO
Sentencia:006761-16

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 24 de la Ley de Pensiones Alimentarias. La norma regula el apremio corporal, en caso de incumplimiento de las deudas alimentarias y el accionante considera que va en contra del derecho convencional. Dispone el artículo 80 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional que, si la acción no cumple con las formalidades a que se refieren los dos artículos anteriores, el Presidente de la Sala señalará por resolución cuales son los requisitos omitidos y ordenará cumplirlos dentro de tercero día, como en efecto se hizo en este caso. Esa misma norma agrega que, si no se diere cumplimiento a lo ordenado, se denegará el trámite de la acción. Puesto que en el sub examine, la parte accionante, efectivamente, ha incumplido la prevención que se le formuló, no queda más que proceder en el sentido explicado.



	PENSIONES ALIMENTARIAS
	IMPEDIMENTO DE SALIDA DEL PAÍS PARA MARINEROS

Expediente:16-006345-0007-CO
Sentencia:007116-16

Consulta Judicial planteada por el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Puntarenas, referente a los artículos 14 y 15 de la Ley de Pensiones Alimentarias. Las normas regulan lo relativo al impedimento de salida del país por pensión alimentaria y el índice que se lleva sobre los deudores alimentarios. Consulta el juez, si en el caso de marineros, la palabra “país” contenida en el artículo 14 consultado, se debe entender como sólo como la parte terrestre y, si se deben remitir oficio a la Capitanía del Puerto de Puntarenas, para comunicar el impedimento de salida del país de un marinero, aunque su salida tenga fines laborales y no se pueda probar que saldrá de nuestro mar patrimonial. En este caso, señala la Sala que, para la admisión de la consulta de constitucionalidad en la sede del Tribunal Constitucional, es necesario que el Juez ordinario, al plantear la consulta, indique no solo el acto o la norma cuestionados, o sobre los cuales posee dudas razonables de constitucionalidad, sino, también, que fundamente o motive, justamente, en qué consisten sus dudas. De lo contrario, la Sala Constitucional no tiene la obligación de evacuar la consulta, porque no se cumplen los requisitos de admisión. Una vez revisado con detalle el contenido de la resolución dictada por el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Puntarenas, requisitos de admisión de los artículos 102 y 104 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional para evacuar la consulta de constitucionalidad, en la medida en que el Juez ordinario ha omitido esbozar, con detalle, los motivos por los cuales estima que lo dispuesto en los artículos 14 y 15 de la Ley de Pensiones Alimentarias son contrarios al Derecho de la Constitución. Nótese, en todo caso, que lo consultado por el órgano jurisdiccional es, en el fondo, una cuestión de legalidad ordinaria, por cuanto, pretende que esta Sala Constitucional esclarezca el concepto de “país” del ordinal 14 de la Ley de Pensiones Alimentarias, cuando esa es una cuestión que debe efectuar esa instancia mediante las técnicas hermenéuticas existentes, tales como la integración o interpretación sistemática del ordenamiento jurídico y, en particular, de ese concepto legal en concordancia con las normas constitucionales que definen y establecen la noción de territorio nacional. No ha lugar a evacuar la consulta.



	PODER JUDICIAL
	RESOLUCIÓN JUDIDICAL

Expediente:16-005150-0007-CO
Sentencia:005933-16

Acción de inconstitucionalidad contra proceso de usucapión agraria del Juzgado Agrario del III Circuito Judicial de Alajuela San Ramón. En el proceso se ordena al amparado agotar la vía administrativa. En este caso, el accionante sólo impugna una decisión concreta de un Órgano Jurisdiccional, a contrapelo de sus intereses. Sobre la posibilidad de plantear una acción de inconstitucionalidad contra una sentencia o auto de un Órgano Jurisdiccional, la Sala Constitucional reiteradamente se ha pronunciado de manera negativa, teniendo en consideración lo dispuesto por los artículos 10 de la Constitución Política y 74 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Se rechaza de plano la acción. 



	PODER JUDICIAL
	RESOLUCIÓN JUDICIAL

Expediente:16-005229-0007-CO
Sentencia:005937-16

Acción de inconstitucionalidad contra proceso hipotecario que se tramitó en el Juzgado Tercero Civil de Mayor Cuantía del Primer Circuito Judicial de San José, bajo expediente 08-000477-184-CI. Se cuestiona actuar de los jueces en el proceso.  En este caso, se verifica que el cuestionamiento del accionante se dirige contra un acto jurisdiccional concreto e individual, el que no puede ser objeto de control de constitucionalidad. En consecuencia, lo procedente es el rechazo de plano de la acción.


	PODER JUDICIAL
	ACTOS DE CORTE PLENA EN CASO DE GAS NACIONAL ZETA S.A.

Expediente:16-005410-0007-CO
Sentencia:006152-16

Acción de inconstitucionalidad promovida por el apoderado generalísimo sin límite de suma de la empresa GAS NACIONAL ZETA, SOCIEDAD ANÓNIMA, contra los actos subjetivos adoptados por la Presidencia de la Corte de las 09:00 hrs. de 2 de diciembre de 2015 y de las 14:00 hrs. de 18 de abril de 2016. El actor manifiesta que la acción se interpone a fin de defender los derechos de Gas Nacional Zeta, Sociedad Anónima, en el conflicto de competencias planteado ante el Tribunal de Corte Plena por la empresa representada, que se tramita dentro del expediente No. 15-00012-0004-FA. El conflicto de competencias interpuesto por Gas Nacional Zeta, Sociedad Anónima, ante el Tribunal de Corte Plena, se tramita en legajo separado dentro del expediente aludido. En ese proceso se invocó la inconstitucionalidad de los actos impugnados como medio razonable de amparar el derecho o interés que se estima vulnerado. Alega que el 9 de junio de 2015 la empresa representada planteó un conflicto de competencias ante el Tribunal de Corte Plena, relacionado con el procedimiento de exequátur que se tramita ante la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, en el expediente supra aludido. Los señores Magistrados de la Sala Primera: Luis Guillermo Rivas Loáciga, Román Solís Zelaya, y otros, se inhibieron del conocimiento del conflicto competencial indicado, por haber concurrido en el dictado de resoluciones en el procedimiento de exequátur. Por medio de la resolución de las 15:19 hrs. de 24 de agosto de 2015, la Presidencia de Corte Plena tuvo por separados del conocimiento del conflicto competencial incoado por Gas Nacional Zeta, Sociedad Anónima, a los señores Magistrados de la Sala Primera Luis Guillermo Rivas Loáciga y Román Solís Zelaya, indicándose al efecto que la Presidencia de la Corte procedería a su sustitución. No obstante, mediante la resolución de las 09:00 hrs. de 2 de diciembre de 2015, la Presidencia de Corte Plena dispuso habilitar a los Magistrados supra aludidos, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 29 inciso 1) de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Considera que los actos impugnados lesionan los derechos protegidos en el artículo 42 de la Constitución Política, en cuya razón un juez no puede serlo en varias instancias, así como al debido proceso, el artículo 8.1 del Pacto de San José, y los principios del juez independiente e imparcial. Pide que se declare con lugar la acción y la inconstitucionalidad de los actos impugnados. En este caso, señala la Sala que el accionante sólo impugna decisiones concretas de un Órgano en ejercicio de su actividad jurisdiccional, a contrapelo de sus intereses. Sobre la posibilidad de plantear una acción de inconstitucionalidad contra una sentencia o auto de un Órgano Jurisdiccional, la Sala Constitucional reiteradamente se ha pronunciado de manera negativa, teniendo en consideración lo dispuesto por los artículos 10 de la Constitución Política y 74 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Se citan los votos 491-90 y 2366-94. De conformidad con lo expuesto en las sentencias transcritas, en vista que en el presente caso el actor solo impugna sendas decisiones concretas de un Órgano en ejercicio de su función jurisdiccional, es decir, las resoluciones de las 09:00 hrs. De 2 de diciembre de 2015 y de las 14:00 hrs. de 18 de abril de 2016, la presente acción es inadmisible, y así debe declararse. Se rechaza de plano la acción.

	PODER JUDICIAL
	ACTOS DE CORTE PLENA EN CASO DE GAS NACIONAL ZETA S.A.

Expediente:16-005410-0007-CO
Sentencia:006870-16

Acción de inconstitucionalidad planteada por el apoderado de la empresa GAS NACIONAL ZETA, SOCIEDAD ANÓNIMA, contra los actos subjetivos adoptados por la Presidencia de la Corte del 2 de diciembre de 2015 y del 18 de abril de 2016. Se plantea adición y aclaración. En el presente asunto, la Sala estima que la sentencia, a diferencia de lo que sostiene el actor, no requiere de ninguna precisión para su ejecución material, motivo por el cual se debe denegar la gestión formulada. En todo caso, es preciso advertir, si bien en el fondo lo que el actor pretende es la revocatoria del fallo, con el argumento que los actos impugnados no revisten el carácter de actos jurisdiccionales y, por ende, su examen de constitucionalidad no está vedado por fuerza de los artículos 10 de la Constitución Política y 74 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, este criterio no es compartido por este Tribunal Constitucional, habida cuenta que resulta evidente y notorio el carácter jurisdiccional de los actos cuestionados. Finalmente, es preciso mencionar que el artículo 11 párrafo 2º de la Ley de la Jurisdicción Constitucional estipula: “No habrá recurso contra las sentencias, autos o providencias de la jurisdicción constitucional”, con lo cual la pretensión de la parte actora no es procedente. No ha lugar a la gestión formulada.

	PODER JUDICIAL
	PROCESO AGRARIO

Expediente:16-006083-0007-CO
Sentencia:006776-16

Acción de inconstitucionalidad contra proceso de usucapión que se lleva en el Juzgado Agrario del III Circuito Judicial de Alajuela, San Ramón. Se acusa que se obliga al accionante agotar la vía administrativa y el juez no dicta resolución final. En vista que el presente caso es una mera reiteración de la acción de inconstitucionalidad tramitada bajo el expediente No. 16-005150-0007-CO, debe estarse el actor a lo resuelto por el Tribunal Constitucional en la sentencia No.2016-5933 de las 09:05 hrs. de 4 de mayo de 2016, en que se rechazó de plano ese proceso jurisdiccional, en razón del objeto de la impugnación, cuyas razones no cabe repetir en esta oportunidad.



	PROPIEDAD
	INDEXACIÓN EN MATERIA DE EXPROPIACIONES

Expediente:16-003626-0007-CO
Sentencia:006327-16

Acción de inconstitucionalidad contra la Ley de Expropiaciones, Ley No. 7495, y la Ley de Adquisiciones, Expropiaciones y Servidumbres del Instituto Costarricense de Electricidad, Ley No. 6313. El accionante considera que el artículo 36 de la Ley de Expropiaciones es inconstitucional, por oposición directa al bloque de constitucionalidad, de una indemnización justa, equitativa a la luz del principio de seguridad jurídica. A su juicio, impide de forma absoluta que en sede jurisdiccional se puedan analizar otros avalúos que no sean aquél que se dispuso en sede administrativa, cuando los procesos son lentos, sin que esa carga pueda achacársele al administrado. Asimismo, estima que la Ley de Expropiaciones y la Ley de Adquisiciones, Expropiaciones y Servidumbres del Instituto Costarricense de Electricidad, son inconstitucionales, por omisión, al no disponer la figura de la indexación. Sostiene que, de acuerdo al artículo 45 de la Constitución Política, el instituto de la expropiación y la correspondiente indemnización deben respetar los principios constitucionales de justicia, interdicción de la arbitrariedad, igualdad, no confiscación y restitución íntegra del derecho de propiedad. Esta Sala se ha referido, en diversas oportunidades, al contenido del artículo 45 de la Constitución Política, se cita el voto 00565-94. Sobre la potestad expropiatoria, se indica que el estado tiene la potestad de privar a alguna persona de su propiedad por razones de interés público, siempre que medie una indemnización y se cita el voto 005220-10. Sobre la indemnización, afirma la Sala que resulta necesario señalar que la cancelación de la indemnización no representa ganancia alguna para el afectado, sino una restauración o compensación de valores por la intromisión que se vio obligado a soportar en su esfera jurídica, sin estar obligado a esto. La ausencia de la indemnización hace que el acto deje de ser expropiatorio, y entre en la esfera de la expropiación de hecho o la confiscación, ambos, aprovechamientos ilegítimos, citando los votos 004878-02 y 008015-04. Sobre el proceso especial de expropiación, la Constitución Política no indica cuál es el procedimiento o proceso para llevar a cabo esa expropiación, de tal manera que lo deja a cargo de la ley. Ver sentencia 014784-10. Sobre el artículo 36 de la Ley de Expropiaciones, NO. 7495, el accionante, estima que la norma impugnada impide de forma absoluta que en sede jurisdiccional se puedan analizar otros avalúos que no sean aquél que se dispuso en sede administrativa, lo que lesiona el bloque de constitucionalidad, de una indemnización justa, equitativa a la luz del principio de seguridad jurídica. Este Tribunal descarta que la norma impugnada impida tomar en cuenta otros peritajes. La propia Ley de Expropiaciones establece la necesidad de nombrar, en sede judicial, “un perito idóneo según su especialidad y experiencia, para que revise el avalúo administrativo” -artículo 31-; incluso, “a solicitud de parte, el Juez nombrará un perito tercero en discordia. También podrá nombrarlo de oficio” -artículo 38-. Como se desprende de las normas transcritas, la Ley de Expropiaciones contempla la posibilidad de, al menos, tres avalúos sobre el bien expropiado, no solamente el realizado en sede administrativa, que sirvan de base para la determinación del justiprecio por parte del juez. La Sala estima que la acción debe ser desestimada en cuanto a este extremo. Por otra parte, el actor impugna que el artículo 36 de la Ley de Expropiaciones ya que sólo permite al juez limitar su criterio a la verificación de un valor desfasado en el tiempo, sin que le otorgue las herramientas necesarias para traer ese monto a valor presente. Para este Tribunal resulta razonable que, si lo que está en discusión es el precio de la propiedad dispuesto en el avalúo administrativo, los peritos que vayan a rendir sus peritajes en sede judicial lo hagan tomando en consideración las condiciones del inmueble cuando se efectuó ese primer avalúo, en sede administrativa. La cancelación de la indemnización no representa ganancia alguna para el afectado -supra Considerando VI- como sucedería si los parámetros para determinar el justiprecio en sede judicial fueran diferentes a los que se utilizaron en sede administrativa. La Sala aprecia que resulta conforme al Derecho de la Constitución que los mismos parámetros del avalúo en sede administrativa, sean tomados en cuenta en las pericias que se realizan en sede judicial, por lo que la acción también debe desestimarse en cuanto a este extremo. En este caso, el accionante alega también, la omisión por parte del legislador de no prever en la Ley de Expropiaciones, ni en la Ley de Adquisiciones, Expropiaciones y Servidumbres del Instituto Costarricense de Electricidad, la figura de la indexación; lo que lesiona los principios constitucionales de justicia, interdicción de la arbitrariedad, igualdad, no confiscación y restitución íntegra del derecho de propiedad. Este Tribunal no comparte el criterio del accionante. No existe una norma en la Constitución Política que obligue al legislador a dictar una disposición concreta como la pretendida por el accionante. La falta de inclusión de la indexación, en los términos planteados por el accionante, no está originada en un mandato constitucional expreso, y por esto la acción es inadmisible en razón del objeto. Precisamente, por no existir una omisión inconstitucional, tampoco puede hacerse una interpretación como la que pide el accionante, en tanto esto supondría sustituir el modelo escogido por el legislador. En consecuencia, la acción de inconstitucionalidad también debe ser desestimada en cuando a este extremo. Se rechaza por el fondo la acción.

	SALUD
	CUESTIONAN QUE PROFESIONALES EN PSICOLOGÍA NO PUEDAN INCAPACITAR

Expediente:16-006034-0007-CO
Sentencia:007108-16

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 1 del Reglamento para el Otorgamiento de Licencias e Incapacidades a los Beneficiarios del Seguro de Salud. Se acusa que la norma cuestionada faculta exclusivamente a los profesionales en Medicina y Odontología, como los únicos para otorgar incapacidad a sus pacientes, excluyendo a los psicólogos. En este caso, concluye este Tribunal que, en la especie, más que configurarse un acto de discriminación que pueda estimarse como arbitrario o carente de fundamentación, lo que se presenta es una discusión, eminentemente, de carácter técnico, referente a la idoneidad o procedencia, desde el punto de vista médico o clínico, que profesionales en psicología puedan otorgar incapacidades. Lo anterior dista de ser una cuestión de constitucionalidad y, por el contrario, hace referencia a una discusión de legalidad ordinaria, que exige, además, ponderar diversos criterios o parámetros científicos e, incluso, evacuar y valorar el pertinente material probatorio, lo que es propio de substanciarse y dilucidarse ante las instancias técnicas de la administración o en la jurisdicción ordinaria. Se rechaza de plano la acción.
 

	TRABAJO
	NUEVO MODELO PARA EL RECLUTAMIENTO Y LA SELECCIÓN DE PERSONAL DEL PODER JUDICIAL

Expediente:16-005115-0007-CO
Sentencia:005929-16

Acción de inconstitucionalidad contra el acuerdo adoptado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión No. 12-15 del 12 de febrero de 2015, artículo LXV, por el que se modifica y amplía la circular No. 10-2012, en relación con el nuevo modelo evaluativo para el reclutamiento y la selección de personal, para clases de puestos de los niveles operativo, apoyo administrativo y apoyo jurisdiccional. El accionante señala que el referido modelo evaluativo –previsto para el reclutamiento y la selección de personal para puestos de los niveles operativo, apoyo administrativo y apoyo jurisdiccional del Poder Judicial- introduce la realización de dos tipos diferentes de pruebas, una que se orienta a medir los conocimientos generales en aspectos relacionados con el Poder Judicial y otra dirigida a determinar si la persona reúne el perfil psicolaboral necesario para ocupar un cargo de la clase de puesto de su interés. Reclama que con esto se infringe el artículo 34 de la Constitución Política, en perjuicio de las personas que han venido laborando de forma interina para el Poder Judicial, quienes, independientemente de su tiempo de servicio, deberán realizar tales pruebas. Lo planteado por el accionante, debe desestimarse, pues esta Sala, recientemente, en la sentencia No. 2015-005656 señaló que el hecho que una persona haya ocupado uno o varios nombramientos interinos en el Poder Judicial suponga una suerte de derecho adquirido o situación jurídica consolidada que, a futuro, impida que se le pueda exigir la realización de aquellas pruebas o exámenes pertinentes, a fin de poder acreditar su idoneidad para el puesto. Como ha indicado este Tribunal, el “Poder Judicial está en la obligación de realizar los procedimientos necesarios a fin de cumplir con el mandato constitucional contenido en el numeral 192 de la Carta Magna, a efecto de asegurarse que quienes desempeñen cargos públicos sean los más preparados y calificados, es decir: los más idóneos” (sentencia No. 2013-008330 de las 9:10 hrs. del 21 de junio de 2013). A lo que se añade que, el Consejo Superior del Poder Judicial ya aclaró –en relación con este nuevo modelo de evaluación- que “las personas que tienen una elegibilidad bajo el sistema de reclutamiento anterior, mantienen la posibilidad de conservarla, en el tanto sea para la misma clase, circuito y/o oficina para el cual la obtuvo y en el tanto no exista un cambio en la naturaleza del cargo” (acuerdo adoptado en la sesión No. 47-12, celebrada el 10 de mayo de 2012, artículo XXXI). Con esto último también se resguardan los intereses de quienes ya obtuvieron la condición de elegibles bajo un sistema de reclutamiento y selección anterior. Por lo que, en definitiva, no puede estimarse que se configure la acusada infracción al artículo 34 constitucional. Se rechaza por el fondo la acción.


	TRABAJO
	RESTRICCIONES PARA OCUPAR CARGOS PÚBLICOS

Expediente:16-006182-0007-CO
Sentencia:006780-16


Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 27 de la Ley No. 7560 y el artículo 27 de la Ley No. 6995. Ley del Equilibrio Financiero del Sector Público. Se cuestiona la prohibición de ocupar cargos en la administración pública, en caso de acogerse a los beneficios del artículo 25 de la Ley 7560. El accionante, cita expresamente, para efectos de fundamentar la legitimación que ostenta para promover esta acción de inconstitucionalidad, el amparo No. 16-005699-0007-CO; sin embargo, dicho amparo se rechazó de plano mediante sentencia No. 2016-006272 de las 14:30 hrs. del 10 de mayo de 2016, al estimarse que se estaba en presencia de un conflicto de legalidad ordinaria. Por ende, no se acredita que exista -como base de esta acción- un asunto previo que pueda estimarse como medio razonable o idóneo para la defensa de los derechos e intereses que se alegan como infringidos, en los términos del citado artículo 75 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional.



	TRIBUTARIO
	COBRO DE IMPUESTOS MUNICIPALES A CONCESIONARIOS DEL ESTADO

Expediente:15-006132-0007-CO
Sentencia:006729-16

Acción de inconstitucionalidad del representante de la SOCIEDAD PORTUARIA DE CALDERA SPC S.A., SOCIEDAD PORTUARIA GRANELERA DE CALDERA SPGC S.A., para que se declare inconstitucional el artículo 3.d de la Ley de Licencias para Actividades Lucrativas y No Lucrativas de cantón de Esparza, Ley número 9111. Los accionantes consideran que dicha norma infringe el artículo 121, inciso 14) de la Constitución Política y el principio de independencia de poderes, al imponer un impuesto municipal a actividades desarrolladas por concesionarios del Estado en bienes de dominio público estatal. Señala que al darse los servicios gravados con el artículo impugnado sobre bienes demaniales dados en concesión se está infringiendo el principio de jerarquía normativa por cuanto la Municipalidad de Esparza paso por alto que su competencia está limitada al ámbito local, y, por ende, ninguna norma puede desconocer lo dispuesto en la Constitución Política en el artículo 169. Por otra parte, indica que se quebranta el principio de seguridad jurídica en el tanto las empresas accionantes contaban con que no estaban sujetas al pago del impuesto de patentes, por cuanto el bien en donde se desarrolla su actividad es un bien demanial dado en concesión. Así, la ausencia de legitimación de la municipalidad de Esparza para crear por medio de la Ley N° 9111 –de iniciativa municipal- un impuesto derivado del desarrollo de la actividad portuaria porque los muelles son bienes propios de la Nación. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: 1) Resulta claro que los actores ostentan legitimación suficiente para demandar la inconstitucionalidad de la norma impugnada, en virtud de tener un proceso previo pendiente, que, además, es medio razonable para amparar el derecho que consideran lesionado. Finalmente, se trata en efecto, de materia cuya constitucionalidad procede revisar en esta vía, y el actor, cumplió los requisitos estipulados en los numerales 78 y 79 de la Ley de rito. 2) Sobre la distinción entre licencia y patente, y el cobro de patente en la Ley impugnada.  La licencia es un permiso para desarrollar una determinada actividad y la patente es un impuesto por el desarrollo de dicha actividad. Mediante lo dispuesto en el artículo 1° de la Ley N° 9111 del 12 de diciembre del 2012, se desarrolla el impuesto de patente municipal (artículo 79 Código Municipal) por parte de la Municipalidad de Esparza, a fin de que toda persona que realice una actividad lucrativa dentro de la jurisdicción del Cantón de Esparza se encuentre obligada al pago del impuesto de patente municipal. Así, cualquier persona que realice una actividad lucrativa dentro del cantón de Esparza, se encuentra en la obligación de sufragar ante la Municipalidad, el monto correspondiente por concepto del impuesto de patente municipal, todo ello de acuerdo con el principio de igualdad tributaria y de contribución a las cargas públicas (artículos 33 y 18 de la Constitución Política). 3) Sobre la constitucionalidad de la norma impugnada.  Para esta Sala el accionante no lleva razón, y la norma impugnada, contenida en el inciso d) del artículo 3 de la Ley de Licencias para Actividades Lucrativas y No Lucrativas de cantón de Esparza, Ley número 9111, no resulta inconstitucional, con fundamento en las siguientes razones: a) En primer lugar, la concesión no exime per se del pago de impuestos. B) En segundo lugar, la concesión por un lado y el cobro de impuestos municipales por la actividad lucrativa son dos actos administrativos distintos. C) En tercer lugar, el cobro de la patente municipal no significa injerencia del gobierno local en lo nacional. D) En cuarto lugar, no existe derecho a la intangibilidad del derecho. El hecho de que la administración otorgue la concesión en un bien de dominio público no enerva el hecho de que la actividad que desarrolla la empresa concesionaria sea una actividad lucrativa. Finalmente, sobre el alegato de que la Municipalidad había firmado un convenio donde renunciaba al cobro futuro de cualquier impuesto de patente, no sólo la Municipalidad no tiene competencia para renunciar a un hecho futuro, derivado de una ley posterior, sino que, ese acto de renuncia nunca puede interpretarse que está por encima de lo que disponga una ley posterior. Así que no se tiene en este caso violación alguna al principio de seguridad jurídica. 4) Conclusión.  La concesión no exime per se del pago de impuestos, la concesión y el pago de impuestos municipales por la actividad lucrativa son dos actos distintos, el cobro de la patente municipal no significa injerencia del gobierno local en lo nacional, y no existe derecho a la intangibilidad del derecho. Por ello, no resulta que el artículo inciso d) del artículo 3° de la ley N° 9111, Ley de Licencia para Actividades Lucrativas y No Lucrativas de la Municipalidad de Esparza (en tanto somete a los concesionarios al pago del impuesto de patente), sea violatorio del artículo 121 inciso 14 constitucional, del principio de separación de poderes, del artículo 169 constitucional o del principio de seguridad jurídica. Razones por las cuales corresponde la desestimatoria de esta acción, tal como en efecto se hace. 5) Se declara SIN lugar la acción.

	TRIBUTARIO
	SE CUESTIONA LA OBLIGACIÓN DE BRINDAR A TRIBUTACIÓN INFORMACIÓN DE ACCIONISTAS DE LAS EMPRESAS

Expediente:16-005902-0007-CO
Sentencia:006766-16

Acción de inconstitucionalidad contra el Reglamento denominado “Herramienta de Análisis Multifuncional Programados y Objetivo” (AMPO), dictado por la Dirección General de Tributación, del 24/07/2014 y el artículo 3 del “Anexo a Resolución DGT-R-030-2014, Resumen de Información Contenida en la Herramienta AMPO”, del mismo Reglamento. Las normas cuestionadas establecen la obligación de brindarle a la Dirección General de Tributación Directa, información relativa a los accionistas de la empresa, de manera que se identifique a los accionistas del gran contribuyente. En ese artículo se exige aportar 8 datos específicos para realizar tal identificación. Además, se establece que el incumplimiento de lo establecido en él, se considerará como infracción administrativa tipificada en el Código de Normas y Procedimientos Tributarios. En este caso, y según la constancia emitida por la Sala Primera que obra en autos, el recurso aún no ha superado la etapa de admisibilidad, lo que hace que la acción interpuesta sea prematura. Debe observar el accionante que es necesario que el recurso supere la fase de admisibilidad, pues solo en ese caso, existiría la probabilidad de que la acción sea medio razonable de amparar el derecho que se estima lesionado, (ver en el mismo sentido los Votos No. 2016-2043 de las 11:46 hrs. de 10 de febrero de 2016 y No. 2015-002265 de las 9:05 hrs. de 18 de febrero de 2015). Así las cosas, la acción es prematura e inadmisible. Se rechaza de plano la acción. La Magistrada Hernández López pone nota. 


 [La totalidad de las actas de votación emitidas por la Sala Constitucional, puede encontrarlas en nuestra página de Internet www.poder-judicial.go.cr]
	· Estadísticas mensuales por tema



ESTADÍSTICA DE ASUNTOS VOTADOS EN LA SALA CONSTITUCIONAL MAYO 2016

Cuadro N°1: Presenta los asuntos votados de MAYO. Esta información se hace partiendo de la base oficial de las actas de votación emitidas por la Sala Constitucional.  Este cuadro refleja los asuntos votados por tipo de proceso. 
	CUADRO No.1

ASUNTOS VOTADOS POR TIPO

2016 

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Asuntos Votados Sala Constitucional

2016


	
	

	
	
	

	Por Tipo de Asunto
	
	

	
	
	

	Consultas Judiciales
	2
	0,12%

	Acciones de Inconstitucionalidad
	24
	1,54%

	Hábeas Corpus
	125
	8,04%

	Recursos de Amparo
	1402
	90,27%

	Total
	1553
	100%


Cuadro N°2: Refleja es el término o resultado de los casos, únicamente de amparos y hábeas corpus. No se incluyen las resoluciones interlocutorias (archívese, estése, acumúlese, no ha lugar, etc). 

	CUADRO No.2

ASUNTOS VOTADOS POR TERMINO

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

2016

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Asuntos Votados Sala Constitucional

2016


	
	

	
	
	

	Por Termino
	
	

	
	
	

	Con Lugar
	459
	32,62%

	Con Lugar Parcial
	75
	5,33%

	Sin Lugar
	342
	24,30%

	Rechazo de Plano
	494
	35,11%

	Rechazo por el Fondo
	37
	2,62%

	Total 
	1407
	100%


Cuadro N°3: Este cuadro presenta los asuntos votados por temas, han sido ordenados de los temas que más ingresan a los que menos ingresan, con el respectivo porcentaje. 

	CUADRO No.3

PORCENTAJES DE ASUNTOS VOTADOS POR TEMA

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

2016 

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA



	AMBIENTE 
	23
	1,63%

	AMPARO CONTRA NORMA
	2
	0,14%

	ASAMBLEA LEGISLATIVA
	1
	0,07%

	ASOCIACION
	10
	0,71%

	BANCARIO
	10
	0,71%

	COLEGIOS PROFESIONALES
	7
	0,49%

	COMERCIO
	6
	0,42%

	CONTRATOS O LICITACIONES
	8
	0,56%

	EDUCACION
	47
	3,34%

	ELECTORAL
	3
	0,21%

	FAMILIA
	11
	0,78%

	INFORMACION 
	24
	1,70%

	INTIMIDAD
	8
	0,56%

	LIBERTAD DE EXPRESION Y PRENSA
	2
	0,14%

	LIBERTAD DE TRANSITO
	2
	0,14%

	MIGRACION 
	10
	0,71%

	MINORIAS 
	12
	0,85%

	MUNICIPALIDAD 
	41
	2,91%

	NOTARIADO
	3
	0,23%

	PENAL 
	52
	3,69%

	PENITENCIARIO 
	68
	4,83%

	PENSION 
	77
	5,47%

	PENSIONES ALIMENTARIAS
	38
	2,70%

	PETICION 
	80
	5,68%

	PODER EJECUTIVO
	20
	1,42%

	PODER JUDICIAL 
	42
	2,98%

	PRONTA RESOLUCION 
	97
	6,89%

	PROPIEDAD
	23
	1,63%

	SALUD
	404
	28,71%

	SEGURIDAD SOCIAL
	20
	1,42%

	SEGUROS 
	6
	0,42%

	SERVICIOS PUBLICOS
	48
	3,41%

	SUJETO DE DERECHO PRIVADO 
	22
	1,56%

	TRABAJO 
	160
	11,37%

	TRANSITO 
	18
	1,27%

	TRIBUTARIO
	2
	0,14%

	TOTAL
	1407
	100,00%


Cuadro N°: Este cuadro presenta los asuntos votados en relación con las áreas del Estado involucradas. 

	CUADRO 

ASUNTOS VOTADOS POR ÁREA DEL ESTADO INVOLUCRADA

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Recursos de Amparo y Hábeas Corpus votados

	2016

	

	Por área del Estado involucrada


	 

	AUTONOMAS
	155

	CCSS
	514

	CGR
	1

	COLEGIOS PROFESIONALES
	10

	EJECUTIVO
	375

	JUDICIAL
	156

	LEGISLATIVO
	3

	MUNICIPALIDAD
	105

	NO INDICA
	14

	PRIVADO
	70

	TSE
	4


Total de asuntos con voto salvado, notas y/o  razones diferentes: 229

 [La totalidad de la estadística podrá encontrarla en nuestra página de Internet, en la siguiente dirección: www.poder-judicial.go.cr]
	· Actualización del Proyecto Constitución




CONSTITUCIÓN POLÍTICA ANOTADA

JUNIO ACTUALIZACIÓN 2016
Esta es una iniciativa de la Presidencia de la Sala Constitucional, cuyo objetivo es mantener todos los artículos y principios de nuestra Constitución Política, anotados con la jurisprudencia actualizada, el cual se encuentra en línea, en nuestra página de Internet, con acceso gratuito para todos nuestros usuarios, en la siguiente dirección: www.poder-judicial.go.cr
ARTÍCULO 7 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…cómo nuestro país cambió de postura jurídica y política, adoptó la mejor técnica jurídica para integrar el Derecho internacional público al ordenamiento jurídico nacional, sobrepasando aquella desconfianza aislacionista asociada a movimientos integracionistas centroamericanos, y avanzar en la dirección de una reforma al artículo 7

constitucional, estableciendo un principio de supremacía del Derecho internacional público, tal como quedó reconocida en el actual numeral 7, de manera que los tratados internacionales tienen por decisión del propio constituyente derivado autoridad superior a las leyes, incluyendo los que se conocen con la terminología utilizada por nuestro constituyente de Protocolos, que es aquella otra legislación que se desarrolla a partir de los compromisos internacionales y que se adoptan al amparo del Derecho comunitario de aplicabilidad inmediata…” Sentencia 006728-16
ARTICULO 24 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…no puede considerarse que facilitar el expediente personal completo de un funcionario público sea un asunto de interés público, sino que es más bien un asunto de índole privada, al tenor de lo dispuesto en el artículo 24, Constitucional, porque contiene datos sensibles que incluso están protegidos por la Ley de Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales, N°8968 del 5 de setiembre del 2011. De este modo, a manera de ejemplo, sería improcedente hacer entrega de información personal que usualmente se encuentra en un currículo, como el domicilio o el número de teléfono de la persona, pues dichos elementos no se cuentan entre aquellos que fueron valorados por la Administración para determinar la idoneidad del funcionario, carecen de interés público y se encuentran resguardados por la normativa supra citada. No obstante, debe tenerse presente que los expedientes de los funcionarios públicos también contienen datos de interés público, como el cumplimiento de los requisitos para ocupar determinado puesto, o el salario que devenga un funcionario en determinado puesto…” Sentencia 006484-16

ARTICULO 45 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…Asimismo, la expropiación, como supuesto de responsabilidad administrativa por sacrificio especial, lleva aparejado, necesariamente, en función de la responsabilidad del Estado -artículos 9 y 41 de la Constitución Política- y del principio de igualdad en el sostenimiento de las cargas públicas -artículos 18 y 33 de la Constitución Política-, el pago previo de la indemnización respectiva -Ubi expropriatio ibi indemnitas-. Por último, cabe destacar que el artículo 45 constitucional no establece cuál es el procedimiento que debe seguirse para una expropiación, sino que deja esos aspectos, así como la calificación provisional de cuando se está ante supuestos de utilidad pública, a la Ley. Es por esto que el legislador puede, entonces, regular el procedimiento de expropiación y los elementos necesarios para que este instituto opere, dentro de los límites fijados por la Constitución Política… Resulta necesario señalar que la cancelación de la indemnización no representa ganancia alguna para el afectado, sino una restauración o compensación de valores por la intromisión que se vio obligado a soportar en su esfera jurídica, sin estar obligado a esto. La ausencia de la indemnización hace que el acto deje de ser expropiatorio, y entre en la esfera de la expropiación de hecho o la confiscación, ambos, aprovechamientos ilegítimos…” Sentencia 006327-16
“…El artículo 45 de la Constitución Política no establece, como un derecho fundamental, la indexación. El legislador ordinario, en ejercicio de su libertad de configuración, que la propia Constitución Política le da, dispuso en la Ley de Expropiaciones toda una serie de mecanismos para que la indemnización sea previa y justa…” Sentencia 006327-16
ARTICULO 46 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…El Tribunal tiene claro que el equilibrio de estos dos derechos fundamentales, es esencial para proteger los titulares de ambos derechos: de cara a los consumidores, las medidas –por ejemplo- deben suponer la garantía de recibir la información más completa posible sobre el producto, que sean remedios a la falta de información, especialmente si es inadecuada y pone en peligro la salud o el medio ambiente, o simplemente no cumpla con las exigencias de calidad. Por otra parte, un aumento de medidas que hagan más estrictos los controles, son razonables a pesar de la oposición de los productores o comerciantes aunque implique una carga sobre la actividad, siempre y cuando se demuestra o al menos constate que las medidas que se implementan se traducen en el cumplimiento de objetivos constitucionales y de comercio internacional legítimos, no contrarios a la razonabilidad y de proporcionalidad…” Sentencia 006728-16
“…para la discusión que nos ocupa, es preciso establecer que existen otros contenidos esenciales de la libertad de comercio, además de la libre elección de una ocupación lícita, sea mediante el comercio, agricultura e industria, como es el que se requiere de todas aquellas seguridades y condiciones que las leyes y reglamentos garanticen razonablemente el acceso a los mercados, principalmente sin discriminación alguna. Lo anterior implica que las personas pueden dedicarse a todas aquellas actividades lucrativas lícitas que mejor se avengan a sus intereses personales, pero con el reconocimiento que esa iniciativa privada debe estar acompañada de la eliminación o el retiro de obstáculos irrazonables a la actividad privada que se trate. En este sentido, reconoce esta Sala la necesidad de que exista como parte del contenido esencial de la libertad de comercio, tanto el libre acceso (ejercicio positivo), como el libre retiro (ejercicio negativo) del mercado. Tanto uno como otro deben estar acompañados por una serie de garantías o seguridades, según la naturaleza de la actividad o razonablemente la normativa dirigida a la protección de otros derechos como los derechos laborales o la propiedad intelectual. Bajo esta premisa, le es posible al Estado establecer condiciones para el ingreso o salida al mercado por razones de orden público, moral y derecho de terceros, por su intrínseca relación con otros derechos fundamentales. Entre ellos está claramente el tema que nos ocupa, como son los derechos de los consumidores, como también de los usuarios de los bienes y servicios…” Sentencia 006728-16
ARTICULO 121 INCISO 14) DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…Se debe advertir, que la enajenación de los inmuebles propiedad del Estado, es susceptible de enajenación, en aquellos que no se trate de bienes demaniales o dominicales, pues el constituyente originario estableció en ese sentido una restricción sobre algunos bienes propiedad del Estado, los cuales, no susceptibles de afectación alguna, excepción que señala el inciso 14) del artículo 121 del texto constitucional. Se trata entonces de bienes que por su condición pertenecen al Estado y, bajo ningún supuesto, pueden salir de su dominio o control, quedando por ello afectados de forma exclusiva a un uso público, fuera del comercio de los hombres y, caracterizados por ser inalienables, imprescriptibles e inembargables…” Sentencia 7360-16

“…La concesión no exime per se del pago de impuestos. La concesión y el pago de impuestos municipales por la actividad lucrativa son dos actos distintos. El cobro de la patente municipal no significa injerencia del gobierno local en lo nacional. No existe derecho a la intangibilidad del derecho. Por ello, no resulta que el artículo inciso d) del artículo 3° de la ley N° 8988, Ley de Licencia para Actividades Lucrativas y No Lucrativas de la Municipalidad de Escazú (en tanto somete a los concesionarios al pago del impuesto de patente), sea violatorio del artículo 121 inciso 14 constitucional, del artículo 169 constitucional o del principio de seguridad jurídica…” Sentencia 006731-16
ARTICULO 121 INCISO 15) DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…En relación con lo preceptuado en el artículo 121 inciso 15) de la Constitución, respecto a las facultades de la Asamblea Legislativa para aprobar o improbar empréstitos o convenios similares que se relacionen con el crédito público, debe entenderse que esta facultad aplica, únicamente, cuando se trate de empréstitos celebrados por el Poder Ejecutivo, situación que no obligaría al Incofer a tener aprobación previa para realizar estos empréstitos salvo que el Estado sirva como avalista de esa operación…” Sentencia 7360-16
ARTÍCULO 121 INCISO 13) DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…El otorgamiento de la concesión no significa una abstracción de las empresas concesionadas del ordenamiento jurídico, al menos, si no existe alguna otra norma especial que lo establezca, como, por ejemplo, el caso de las empresas establecidas en Zonas Francas a quienes se les exonera de cumplir con ciertas obligaciones. De acuerdo con lo señalado en el numeral 121 inciso 13) de la Constitución Política y el artículo 5 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, para encontrarse exonerado a pagar los montos correspondientes a los tributos nacionales (renta, ventas, selectivo de consumo, etc) y municipales (patente, recolección de basura, etc) es necesario que exista una norma exonerativa expresa que así lo disponga…” Sentencia 006731-16
ARTICULO 182 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…el artículo 182 de la Constitución Política señala que, “Los contratos para la ejecución de obras públicas que celebren los Poderes del Estado, las Municipalidades y las instituciones autónomas, las compras que se hagan con fondos de estas entidades y las ventas o arrendamientos de bienes pertenecientes a las mismas, se harán mediante licitación, de acuerdo con la ley en cuanto al monto respectivo”, es decir, bajo ese supuesto se permite al legislador ordinario el desarrollo de la ley y condiciones para realizar los procesos licitatorios y la forma de revisión, para lo cual tienen absoluta libertad… se estima que la implementación de un modelo espacial de constatación administrativa, como ya se indicó, en esencia no es contrario a lo establecido en la Constitución Política, pues en el ordinal 182 de la mencionada carta, se refiere a la figura general de la licitación, sin calificarla de pública o no, de otra parte desconstitucionalizó -asignándole al legislador ordinario- el tema de la definición de los montos para que procedan las distintas modalidades de licitación -pública o abreviada- con lo cual se trata, claramente, de un extremo librado a libertad de configuración legislativa.” Sentencia 7360-16

ESTIMADO USUARIO (A)

El Centro de Jurisprudencia Constitucional, es la oficina dentro de la Sala Constitucional, que le da al usuario atención a sus consultas sobre:

·       Información general sobre el estado de los expedientes; notificaciones realizadas y otras actuaciones dentro del expediente. 

·       Envío de votos concretos.

·       Búsqueda y envío de jurisprudencia por tema.

·       Guía para la búsqueda de jurisprudencia e información en la página de la Sala.

·       Información sobre asuntos de control de constitucionalidad ingresados, pendientes de resolver y resoluciones de curso.

·       Información sobre asuntos de garantía (Recursos de Amparo y Hábeas Corpus), ingresados y pendientes de resolver, por tema.

·       Estadísticas por temas.

Ponemos a su disposición los siguientes medios:

CALL CENTER DE JURISPRUDENCIA Y CONSULTAS DE LA SALA CONSTITUCIONAL
Teléfonos: 2295-3705, 2295-3900, 2295-3696, 2295-3697, 2295-3698, 2295-3700

Línea Gratuita. 800-SALA 4TA (800-7252482)

Correo electrónico: sala4-informacion@poder-judicial.go.cr
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